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CONCEPTO Y CONTENIDO DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA

Héctor FIX-ZAMUDIO*

Al distinguido jurista mexicano Jorge Fernández Ruiz,
en reconocimiento a sus importantes aportaciones

 al derecho administrativo mexicano.

SUMARIO. I. Introducción. II. El Estado social de derecho y la admi-
nistración pública. III. Concepto y contenido de la justicia adminis-
trativa. IV. Leyes de procedimiento administrativo. V. Los recursos
administrativos. VI. La responsabilidad patrimonial de la adminis-
tración. VII. El Ombudsman. VIII. La tutela de los derechos colecti-
vos y de los intereses difusos por el derecho administrativo. IX. La

jurisdicción y los tribunales administrativos. X. Conclusiones.

I. INTRODUCCIÓN

1. Con motivo del muy justificado homenaje que se ha organizado en ho-
nor del destacado administrativista mexicano Jorge Fernández Ruiz, pre-
tendemos participar de manera muy modesta con un superficial examen
sobre el concepto y el contenido de la justicia administrativa desde el pun-
to de vista genérico, y sólo con breves referencias al ordenamiento mexi-
cano que requeriría un análisis más amplio sobre el cual hicimos una sen-
cilla contribución hace algunos años,1  tema que hemos tratado de actualizar,

* Investigador emérito del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Miem-
bro de El Colegio Nacional.

1 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, Introducción a la justicia administrativa en el ordena-
miento mexicano, México, El Colegio Nacional, 1983.
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150 HÉCTOR FIX-ZAMUDIO

ya que se trata de una materia muy dinámica, pero sólo para efectos de
divulgación.2

2. Consideramos conveniente, pues la bibliografía sobre esta materia es
escasa, particularmente en nuestro país, intentar establecer un concepto de
la justicia administrativa, ya que este vocablo se utiliza de manera ambi-
gua, lo mismo para comprender los instrumentos jurídicos para la solución
de conflictos administrativos que para señalar a la jurisdicción adminis-
trativa, términos que no son equivalentes como a primera vista pudiera
pensarse.

3. Consideramos que en sentido estricto la justicia administrativa es un
concepto mucho más amplio que los instrumentos procesales en sentido
estricto, ya que abarca todas las instituciones jurídicas establecidas para
resolver las controversias que surgen entre los órganos administrativos y
éstos con los particulares, pero también ante los organismos de jurisdic-
ción de carácter administrativo, ya sea que estos últimos estén situados
formalmente dentro de la esfera del Ejecutivo, o bien incorporados al Po-
der Judicial.

4. La distinción es conveniente debido a que los mecanismos jurídicos
para la defensa de los derechos y los intereses jurídicos de los particulares
frente a una administración pública cada vez más poderosa, son muy am-
plios y complejos y no se conocen en toda su extensión ni se analizan de
manera suficiente, a pesar de su importancia en la vida contemporánea.
Para no citar sino dos ejemplos evidentes, no siempre se comprenden den-
tro del concepto amplio de justicia administrativa los organismos no juris-
diccionales que siguen el modelo escandinavo del Ombudsman, no obs-
tante su desarrollo espectacular a partir de la segunda posguerra en la
mayoría de los ordenamientos del mundo, ni tampoco se le otorga la debi-
da atención a las leyes de procedimiento administrativo, que constituyen
el antecedente necesario para la solución jurisdiccional, debido a la gran
dispersión que muy frecuentemente se advierte en las leyes administrati-
vas especiales que se han multiplicado en sentido geométrico, en especial
en los últimos años.

2 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, �La justicia administrativa en México�, Conferencias
magistrales, México, Poder Judicial de la Federación-Consejo de la Judicatura Federal,
Instituto Federal de Defensoría Pública, 2002, pp. 29-117; este concepto amplio de justi-
cia administrativa lo comparte el investigador y magistrado López Ríos, Pedro, La jus-
ticia administrativa en el sistema federal mexicano, Guanajuato, Universidad del Estado
de Guanajuato, 1995, pp. 29-32.
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5. En un pequeño pero muy trascendente estudio realizado por el muy
destacado administrativista español Eduardo García de Enterría, intitulado
Justicia y seguridad jurídica en un mundo de leyes desbocadas,3  dicho
autor destaca una preocupación generalizada en el mundo de nuestra épo-
ca sobre la tendencia a la decodificación de las disposiciones legislativas,
y la inflación desmedida de las leyes como consecuencia de su multiplica-
ción incontenible, que además ha sido acompañada de un desarrollo des-
bocado de normas reglamentarias, que complementan o ejecutan las leyes
en sentido formal, y esta situación se agrava de manera particular en el
ámbito del derecho administrativo.4  Para citar un ejemplo significativo en
nuestro país basta mencionar las llamadas misceláneas fiscales que se ex-
piden especialmente en el ámbito federal, con frecuencia sin la debida pru-
dencia y meditación así como con defectos graves de técnica legislativa,
por lo que son necesarias numerosas correcciones subsecuentes y la inter-
vención constante de los tribunales federales.

II. EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO Y LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

6. De manera genérica se puede afirmar que el Estado Social y Demo-
crático de Derecho surgió de la transformación del régimen que imperó
durante el siglo XIX de carácter individualista y liberal, que concebía a la
persona en forma aislada frente al Estado, ya que se habían suprimido los
gremios y las corporaciones, las que fueron sustituidas paulatinamente, no
sin resistencia, por las asociaciones agrarias y laborales. Sin embargo, des-
pués de la primera posguerra se inició una transformación, que por cierto
comenzó con el reconocimiento de los derechos sociales por parte de la
Constitución mexicana de 1917, pero también se extendió en Europa Occi-
dental, especialmente en la Carta Alemana de Weimar de 1919, y otras pos-
teriores, con lo cual se generalizó el llamado constitucionalismo social.5

7. Después de la Segunda Guerra Mundial, el ciclo constitucional que
se desarrolló en esa época reconoció expresa o implícitamente la estructu-
ra grupal de la sociedad y la necesidad de armonizar los diversos intereses

3 Madrid, Civitas, reimpresión del año 2000.
4 Cfr. op. ult. cit. pp. 47-52.
5 Cfr. Mirkine Guetzevitch, Boris, �Estudio preliminar�, al libro Las nuevas Constitu-

ciones del mundo, Madrid, Editorial España, 1931, pp. 35-40, párrafo XII, sobre �Las
libertades individuales y los derechos sociales�.
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de dichos grupos sociales, económicos, políticos y culturales, cada vez
más complejos, y la necesidad de que el Estado realizara una intervención
muy activa para una redistribución de los bienes y los servicios públicos y
privados.

8. Varias Constituciones contemporáneas consignan de manera expresa
este concepto, y entre ellas podemos señalar el artículo 20, fracción I, de la
ley fundamental de la República Federal Alemana, en la cual se dispone
que: �La República Federal de Alemania es un Estado Federal, Democrá-
tico y Social�. El artículo 2o. de la Constitución francesa de octubre de
1958, establece en su parte relativa: �(�) Francia es una República, indi-
visible, laica, democrática y social�. A su vez, el artículo 1o., inciso 1o.,
de la carta española de diciembre de 1978, preceptúa: �España se constitu-
ye en un Estado Social y Democrático de Derecho, que propugna como
valores superiores de ordenamiento jurídico, la libertad, la justicia, la igual-
dad y el pluralismo público�. (Las cursivas son del autor).

9. Varias de las Constituciones latinoamericanas más recientes han in-
troducido el concepto de Estado Social de Derecho entre sus valores fun-
damentales. En esta dirección podemos señalar al artículo 79 de la Consti-
tución peruana que entró en vigor en julio de 1980 y que estableció: �El
Perú es una República democrática y social, independiente y soberana
basada en el trabajo (�)�, precepto que se reiteró de manera similar en el
artículo 43 de la carta fundamental de 1993, que sustituyó a la anterior, de
acuerdo con el cual: �La República del Perú, es democrática, social, inde-
pendiente y soberana (�)�. El artículo 1o. de la Constitución colombiana
de julio de 1991, dispone en su parte relativa: �Colombia es un Estado
Social de Derecho (�)�. El artículo 1o. de la Constitución de Paraguay de
junio de 1992, declara: �La República del Paraguay es siempre indepen-
diente. Se constituye como un Estado Social de Derecho (�)�. Finalmente
se puede mencionar en este mismo sentido, la parte relativa del artículo 2,
de la vigente carta fundamental de Venezuela de 1999, en cuanto estable-
ce: �Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Dere-
cho y de Justicia, (�).� (Las cursivas son del autor).

10. Pero aun en aquellos ordenamientos constitucionales que no han for-
mulado declaración formal como las cartas fundamentales que hemos men-
cionado en los dos párrafos anteriores, en diversos grados de evolución con-
figuran de manera implícita un Estado Social de Derecho en tanto que dichos
ordenamientos reconocen expresamente los derechos sociales y atribuyen al
Estado la función esencial de lograr el bienestar y la justicia sociales.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2005. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/kMhp9M



CONCEPTO Y CONTENIDO DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA 153

11. Como lo afirmó certeramente el distinguido jurista español Manuel
García Pelayo, el Estado Social se caracteriza por su intervención crecien-
te en las actividades económicas, sociales, políticas y culturales, con el
objeto esencial de armonizar y coordinar los diversos intereses de una co-
munidad pluralista; redistribuir bienes y servicios; para obtener una meta
muy difícil de alcanzar, la justicia social, y por este motivo se le ha califi-
cado de muy diversas maneras, como Estado benefactor, promotor, distri-
buidor, manager, etcétera.6

12. Este intervencionismo, cada vez más amplio y vigoroso, en las dis-
tintas actividades de la sociedad pluralista contemporánea, se realiza esen-
cialmente por medio de la organización técnica con la cual cuenta el Esta-
do moderno para obtener esos objetivos de justicia social, es decir, la
administración pública, la que se ha transformado de manera paulatina,
pero irreversible, en una entidad cada vez más extensa y compleja, pues
comprende no sólo a las dependencias tradicionales de la administración
centralizada, sino también la creciente creación de organismos descentra-
lizados, algunos de carácter autónomo, y además ejerce control sobre las
empresas públicas, si bien en este último aspecto se ha hecho una revisión
sobre su amplitud, que había llegado a ser excesiva, para reducirlo a las
actividades económicas de producción de bienes y servicios esenciales para
la comunidad, pero sin afectar de manera sustancial la función interven-
cionista de la propia administración pública.

13. Este crecimiento inevitable y a veces desproporcionado de la admi-
nistración pública (lo que ha motivado su racionalización en las últimas
décadas), si bien por un lado beneficia o debiera hacerlo, a los diversos
sectores sociales, especialmente a aquellos que se encuentran en una situa-
ción menos favorable, en contrapartida también afecta a esos mismos gru-
pos y a las personas individuales, ya que se restringe de manera considera-
ble la esfera de libertad de los gobernados, en virtud de que éstos se
encuentran sujetos en un número cada vez mayor de actividades a licen-
cias, permisos y autorizaciones de carácter administrativo.

14. El destacado administrativista español Luciano Parejo Alfonso en
su clásico estudio intitulado Estado social y administración pública,7  ha

6 Cfr. �El Estado Social y sus implicaciones�, El Estado contemporáneo, Madrid,
Ariel, 1977, pp. 13-82, reproducido en la obra Manuel García Pelayo. Obras completas,
Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1991, t. II, pp. 1593-1654.

7 Cfr. Madrid, Civitas, 1983, esp. pp. 95-119.
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señalado con apoyo en el pensamiento del conocido jurista alemán Ernst
Forsthoff,8  que en el Estado Social de Derecho resulta decisiva la efica-
cia del cumplimiento de sus objetivos sociales como son la máxima igual-
dad posible en cada momento en la distribución de los bienes materiales
y culturales.

15. Lo anterior significa que en esta materia, como lo destaca el mismo
Parejo Alfonso, existe una tensión entre la legitimación de la propia admi-
nistración pública que radica en el pluralismo político y la sumisión al
derecho, y la eficacia de los fines sociales del Estado,9  debido a la inevita-
ble restricción de los derechos de los gobernados, que en la actualidad
prácticamente se identifican con los administrados.

16. Lo anterior ha determinado que el gobernado-administrado se en-
cuentre en una situación muy desventajosa frente a la administración pú-
blica de nuestra época. A este respecto el conocido jurista español Jesús
González Pérez destaca con acierto esa posición tan difícil y no pocas ve-
ces angustiosa del administrado contemporáneo, ya que por una parte el
hombre tiene, entre otras desgracias, precisamente la de ser administrado y
agrega irónicamente que: �(...) quizá la más desagradable de todas las con-
secuencias del pecado de nuestros padres. Porque estoy convencido en el
paraíso no existía administración pública�.10  Y además, tal vez por ello,
el conocido administrativista español agrega que el mismo administrado
debe considerársele también como el gran olvidado de los estudios de de-
recho administrativo,11  y destaca la paradoja que la libertad en sentido
social resulta mucho más restringida en un régimen democrático que en
uno autoritario, ya que en el segundo la administración se encuentra me-
nos desarrollada que en el primero.12

17. No obstante este crecimiento y desarrollo acelerado de la adminis-
tración pública contemporánea, en las últimas décadas se ha señalado con

8 Cfr. �Concepto y esencia del Estado Social de Derecho�, El Estado social, trad. de
José Puente Egido, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1986, pp. 71-106.

9 Cfr. Parejo Alfonso, Luciano, Estado social y administración pública, cit. supra
nota 7, pp. 100-102; una posición similar, sobre la necesidad de organizar la justicia
administrativa de acuerdo con las nuevas orientaciones del régimen democrática de la
carta española de 1978, se pronuncia el notable jurista español García de Enterría, Eduar-
do, Hacia una nueva justicia administrativa, Madrid, Civitas, 1989, pp. 35-67.

10 Cfr. Administración pública y libertad, México, UNAM, 1971, p. 159.
11 Cfr. El administrado, Madrid, Civitas, 1966, pp. 15-20.
12 Cfr. Administración pública y libertad, cit. supra nota 10, p. 19.
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insistencia que la globalización de la economía internacional y la creación
de bloques de integración o de libre comercio han producido una disminu-
ción ostensible de las facultades reguladoras del Estado frente al poder del
mercado y se ha producido una etapa que ha sido calificada como neolibe-
ralismo que se traduce en el predominio de la economía de mercado. Des-
de nuestro punto de vista esta situación de debilitamiento del Estado como
rector de la economía es más aparente que real, debido a que si bien es
cierto que se advierte una reducción en las prestaciones sociales, aun en
los países más desarrollados, esto se debe a otros factores, inclusive de
carácter demográfico.

18. Por ello no se puede afirmar, como con frecuencia se hace, que el
Estado Social se encuentre disminuido y menos aun la administración pú-
blica, sino lo que se ha recortado, en virtud de que había crecido de manera
desorbitada, es la actividad empresarial de carácter público, lo que hizo
necesario la privatización de varias actividades de este carácter, inclusive
en cuanto prestaban servicios públicos, pero ni los gobiernos más partida-
rios de la libre empresa (que por cierto ahora se encuentra más regulada
que nunca), han pretendido la supresión de la seguridad social, las disposi-
ciones protectoras de los trabajadores o de los campesinos o la redistribución
de bienes y servicios. Por este motivo, más que neoliberalismo, se ha pro-
ducido, o al menos pretendido lograr, un equilibrio entre la economía de
mercado y los fines sociales del Estado, por lo que sería más apropiado de
hablar de un régimen de economía abierta con fines sociales. Como ejem-
plo, en nuestro país se ha utilizado la denominación de liberalismo so-
cial,13  pero consideramos más precisa la calificación de economía social
de mercado utilizada por la doctrina alemana.14

19. Debido a ese crecimiento constante de la actividad administrativa
del Estado contemporáneo, es preciso reforzar la protección de los particu-
lares para que puedan defender sus derechos e intereses legítimos, y evitar
su avasallamiento frente a la administración pública, y si bien existen va-
rios instrumentos tutelares de carácter político y social, consideramos que

13 Cfr. Serra Rojas, Andrés, El liberalismo social, México, Porrúa, 1993; Valadés,
Diego, �El liberalismo social�, Constitución y política, México, UNAM, 1974, pp. 49-60,
y García Bedoy, Humberto, Neoliberalismo en México, México, Centro de Reflexión
Tecnológica, 1992.

14 Cfr. Cárdenas, Julio y Teuchler, Hartmut (eds.), La economía social de mercado.
Un orden económico eficiente con responsabilidad social, Managua, Mede-Konrad
Adenauer Stiftung, 1993.
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los más importantes son los de naturaleza jurídica, los que se encuentran
comprendidos dentro del ámbito de la justicia administrativa. Sólo esta
última puede impedir que el administrado de nuestra época quede confina-
do en los mundos aterradores de El Castillo, de Franz Kafka; 1984 de
George Orwell y El Mundo Feliz de Aldous Huxley.15

III. CONCEPTO Y CONTENIDO DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA

20. Para poder examinar los diversos instrumentos jurídicos y procesa-
les que comprende la justicia administrativa, debemos partir de un concep-
to así sea provisional de la misma, lo que no resulta sencillo debido a que
habitualmente se confunde esta institución con la jurisdicción administra-
tiva propiamente dicha. Sin embargo, no son equivalentes.

21. En efecto, la justicia administrativa comprende un conjunto de ins-
trumentos jurídicos y procesales para la tutela de los particulares frente a
la administración pública, y entre estos mecanismos se encuentra la juris-
dicción especializada en esta materia, que es uno de sus sectores más im-
portantes. En esa virtud, la justicia administrativa debe considerarse como
el género en el cual queda comprendida la jurisdicción para la solución de
los conflictos entre la administración pública y los administrados por con-
ducto del proceso.16

22. Por tanto, en sentido propio la justicia administrativa está constitui-
da por un conjunto bastante amplio y crecientemente complejo de instru-
mentos jurídicos para la tutela de los derechos subjetivos y los intereses
legítimos de los particulares frente a la actividad de la administración pú-
blica o de la conducta en materia administrativa de cualquier autoridad,
por medio de los cuales se resuelven los conflictos que se producen entre
la administración y los administrados.

23. Si partimos de esa aproximación al concepto de justicia administra-
tiva, es posible señalar los diversos sectores de instituciones que confor-

15 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, Introducción a la justicia administrativa en el ordena-
miento mexicano, cit. supra nota 1, p. 21; Id. �Breves reflexiones sobre la justicia admi-
nistrativa�, en la obra compilada por Juan Carlos Castro Loría, Libro homenaje al profe-
sor Eduardo Ortiz Ortiz, San José, Costa Rica, Universidad Autónoma de Centroamérica,
Colegio Santo Tomás de Aquino, 1994, p. 496.

16 Sobre la jurisdicción propiamente dicha, cfr. Sarría, Consuelo H., �Control judicial
de la administración pública�, en el volumen colectivo, Justicia administrativa, Tucumán,
Argentina, Ediciones Unsta, 1981, pp. 17-45.
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man su contenido esencial. De una manera sucinta podemos destacar los
siguientes.

24. A) Entre estos instrumentos que se han establecido de manera pau-
latina para auxiliar a los tribunales administrativos en su agobiante labor
de resolver los conflictos cada vez más numerosos entre los particulares y
la administración pública, se pueden mencionar, en primer término, a las
leyes de procedimiento administrativo, ya que las mismas tienen como
objeto regular de manera uniforme y hasta donde ello es posible, estable-
cer los lineamientos esenciales de la creación, modificación, extinción y
ejecución de los actos y resoluciones de carácter administrativo, y en los
últimos años también comprenden la participación de los propios particu-
lares en dicha actividad administrativa.

25. B) Si bien la segunda categoría de instrumentos tutelares se regula
normalmente por las citadas leyes de procedimiento administrativo, las que
señalan los aspectos comunes de los mismos, los recursos administrativos
deben analizarse de manera específica, ya que son los medios de impugna-
ción que se otorgan a los afectados por la conducta de las autoridades admi-
nistrativas para combatir aquella que lesione sus derechos e intereses legíti-
mos dentro de la etapa del procedimiento administrativo, a fin de lograr la
reparación de tales infracciones de la manera más inmediata posible.

26. C) En tercer lugar destacan los medios para lograr la responsabili-
dad patrimonial de las autoridades administrativas, que se han desarrolla-
do especialmente en los últimos años como instrumentos que tienen por
objeto, cuando la actividad administrativa ha ocasionado daños y perjui-
cios a los particulares, los que éstos no tienen la obligación de soportar,
por lo que deben ser reparados. Esta institución se inició débilmente en los
códigos civiles inspirados en el modelo napoleónico, como una responsa-
bilidad civil por los ilícitos realizados por empleados y funcionarios, por
lo que los daños y perjuicios ocasionados a los afectados debían exigirse
por éstos a los responsables directos, y sólo en el supuesto de ser insolventes,
de manera indirecta y subsidiaria a la administración en su conjunto. De
manera paulatina esa responsabilidad se fue modificando y se convirtió
posteriormente en una exigencia a la propia administración por la conduc-
ta dolosa o negligente de sus empleados y funcionarios, para convertirse
posteriormente debido a la admirable jurisprudencia del Consejo de Esta-
do francés, en una responsabilidad objetiva que se ha impuesto de manera
paulatina en la mayoría de los ordenamientos contemporáneos, no sin re-
sistencia y dificultades.
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27. D) Un instrumento que ha adquirido una importancia decisiva en los
años más recientes está encomendado a organismos no jurisdiccionales
que siguen el modelo escandinavo del Ombudsman, aun cuando con nu-
merosas variantes y matices, y que en esencia pueden describirse como
aquellos organismos públicos que por conducto de un procedimiento rá-
pido, sencillo y de fácil acceso, recibe quejas y reclamaciones por los
afectados por la conducta administrativa de cualquier autoridad, que le-
sione sus derechos e intereses legítimos, y en lo últimos años también
comprende la violación de sus derechos fundamentales. Dichas quejas y
reclamaciones se tramitan de manera rápida de tal manera de resolver de
inmediato la afectación, primero por medio de la conciliación y si la mis-
ma no es posible, se realiza un procedimiento contradictorio, y de compro-
barse la infracción, se expiden recomendaciones no obligatorias dirigidas
a la autoridad responsable, pero que tiene el efecto de la publicidad, que es
de gran importancia debido al desarrollo extraordinario de los medios de
comunicación social en la vida contemporánea, y además debe tomarse en
cuenta que dichos organismos no jurisdiccionales no sólo toman en cuenta
la conducta de la autoridad para decidir si la misma adolece de ilegalidad,
sino también en los supuestos más amplios de injusticia, error, inoportuni-
dad, dilaciones indebidas o falta de racionalidad.

28. E) Con motivo del desarrollo económico y la extraordinaria evolu-
ción de la ciencia y la tecnología en las sociedades de nuestra época, ha
surgido la necesidad de proteger a personas que no pertenecen a grupos
organizados, sino que se encuentran dispersas e inarticuladas, y así ha sur-
gido el concepto de los intereses o derechos difusos o transpersonales, los
que resultan afectados de manera importante por la actividad administrati-
va, ya sea directamente por la conducta de las autoridades o en forma refle-
ja debido a la aplicación por parte de las mismas, de las disposiciones
legislativas, muy numerosas de la actualidad, que están dirigidas a la pro-
tección del medio ambiente, el desarrollo urbano, a la conservación de los
monumentos históricos y culturales, entre otros. La tutela de tales intere-
ses o derechos ha significado la transformación del concepto de legitima-
ción tanto en la esfera del procedimiento administrativo como en el proce-
sal en sentido estricto.

IV. LEYES DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

29. Hemos señalado con anterioridad que uno de los sectores significa-
tivos para lograr la eficacia de la justicia administrativa, y por tanto, la
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tutela de los derechos e intereses legítimos de los particulares, consiste en
la regulación precisa y uniforme (lo que no se opone a su flexibilidad), de la
actuación de las autoridades administrativas por medio de la expedición de
leyes de procedimiento administrativo.

30. El objeto esencial de dichos ordenamientos consiste en la configura-
ción de un cauce adecuado a la actividad administrativa, no sólo por lo que
se refiere a los actos que se consideran reglados, sino inclusive respecto de
los que otorgan facultades discrecionales, a fin de evitar la multiplicidad
de actuaciones y la incertidumbre de los administrados en cuanto al cono-
cimiento y a su intervención por lo que respecta a los actos y resoluciones
que los afectan, sin olvidar tampoco al interés público, pues, como lo ha
señalado el notable jurista español Jesús González Pérez, el sometimiento
de la acción administrativa a un cauce formal se justifica desde dos pers-
pectivas distintas: como garantía del interés político, así como de los dere-
chos de los particulares.17

31. Como sería muy difícil hacer referencia a todos o a la mayor parte
de los ordenamientos latinoamericanos que han expedido leyes para regu-
lar el procedimiento administrativo, señalaremos algunas que nos parecen
importantes: Ley Argentina de Procedimientos Administrativos de 1972;
Código Colombiano de lo Contencioso Administrativo, reformado el 8
de enero de 1984, que contiene también la regulación de procedimiento
administrativo en su parte primera; Ley General Orgánica de Procedi-
mientos Administrativos de Venezuela de 1981. Por lo que respecta a
nuestro país son recientes las leyes de procedimiento administrativo, entre
las cuales destacan la federal de 14 de julio de 1994 y la del Distrito Fede-
ral de 14 de diciembre de 1995,18  que han tenido repercusión en algunas
entidades federativas, y que han sido objeto de reformas posteriores debi-
do a que la doctrina consideró que tenían varios defectos.19

17 Cfr. Manual de procedimiento administrativo, Madrid, Civitas, 2000, p. 74. En el
mismo sentido podemos señalar la opinión de los destacados juristas españoles García de
Enterría, Eduardo y Fernández, Tomás Ramón, Curso de derecho administrativo, Ma-
drid, Civitas, t. II, 1981, pp. 363 y 364.

18 Cfr. González Peréz, Jesús, Procedimiento administrativo federal. Segunda edi-
ción ampliada al estudio de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal,
México, Porrúa-UNAM, 1977.

19 Cfr. Acosta Romero, Herrán y Venegas, Ley Federal de Procedimiento Adminis-
trativo y Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, México, Porrúa, 1996,
pp. 105 y ss., y 167 y ss; Nava Negrete, Alfonso, Derecho administrativo mexicano,
México, Fondo de Cultura Económica, 1995, pp. 290 y ss.
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32. Es conveniente examinar dos leyes de procedimiento administrativo
que consideramos como modelos, por las innovaciones que establecen.
Nos referimos a las leyes española y alemana, que contienen disposiciones
que podemos tomar como ejemplo de la adecuada regulación de la tramita-
ción uniforme de los asuntos administrativos.

33. A) En primer lugar hacemos referencia a la legislación española,
debido a que la misma ha servido de paradigma para las que se han expedido
en varios países de Latinoamérica. La regulación del procedimiento admi-
nistrativo en España ha tenido una larga evolución que se inició con la Ley
de Procedimiento Administrativo de 19 de octubre de 1889, que con todos
sus defectos pudo encausar durante un largo periodo de actividad de las
autoridades administrativas españolas,20  la que a su vez fue sustituida por
la de 17 de julio de 1958, reformada por la de 2 de diciembre de 1963,21

ordenamiento que no obstante haberse expedido durante el régimen fran-
quista tuvo avances importantes que permitieron su aplicación por varios
años durante la vigencia de la Constitución democrática de 1978, pero
los nuevos principios y valores establecidos por esta carta fundamental,22

determinaron la necesidad de actualizar la citada Ley de 1958, que fue
sustituida en gran parte por la actual Ley de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas (la General del Estado y las de las Comunidades
Autónomas y del Procedimiento Administrativo Común de 26 de noviem-
bre de 1992), la cual, por cierto, no fue muy bien acogida por la doctrina,23

la que señaló varios defectos, los que trataron de corregirse en la Ley de 13
de enero de 1999, que modificó la anterior,24  todo lo cual nos indica la
transcendencia que asume en la actualidad la regulación de los procedi-
mientos administrativos de manera uniforme.

20 Cfr. García de Enterría, Eduardo y Fernández, José Ramón, Curso de derecho ad-
ministrativo, 4a. ed., cit. supra, nota 17, t. I, 1983.

21 Cfr. Este ordenamiento fue comentado de manera muy amplia y minuciosa por
González Pérez, Jesús, Comentarios a la Ley de Procedimiento Administrativo, 3a. ed.,
con la colaboración de Pedro González Salinas, Madrid, 1989.

22 Cfr. Parejo Alfonso, Luciano, Estado social y administración pública, cit. supra
nota 7, pp 60-119, puso de relieve la necesidad de armonizar la legislación administrativa
con los preceptos, principios y valores de la citada Constitución de 1978.

23 Cfr. González Pérez, Jesús, Manual de procedimiento administrativo, Madrid,
Civitas, 2000.

24 Cfr. González Pérez, Jesús, González Navarro, Francisco y González Rivas, Juan
José, Comentarios a la Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley 30/1992,
Madrid, Civitas, 2000.
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34. Debemos tomar en consideración, como fundamento del procedi-
miento administrativo español, lo dispuesto por los artículos 103, inciso I,
y 105 de la Constitución de 1978, de acuerdo con los cuales:

(Artículo 103.1). La administración pública sirve con objetividad a los in-
tereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerar-
quía y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al derecho (�).
(Artículo 105) La ley regulará: a) la audiencia de los ciudadanos por la
ley, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones recono-
cidas en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administra-
tivas que les afecten; b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y regis-
tros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del
Estado, la investigación de los delitos y la intimidad de las personas; c) el
procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos,
garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado. (Las cursivas
son del autor).

35. Además de los citados principios constitucionales que poseen
operatividad directa e inmediata en el procedimiento, existen otros pecu-
liares del procedimiento, conexos con los de carácter constitucional y
que están señalados en los dos ordenamientos mencionados como son los
de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordina-
ción; de buena fe y de confianza legítima; eficiencia y servicio a los ciu-
dadanos; transparencia y participación.25

36. Uno de los principios más debatidos es el relativo a la información
pública sobre la actividad administrativa introducido en la norma funda-
mental (ver supra párrafo 34), que está relacionado con los de transparen-
cia y participación establecidas por las leyes reglamentarias, y que está
regulado en sus diversos aspectos por el artículo 86 de la Ley de 1992.26

De acuerdo con los conocidos administrativistas Eduardo García de Enterría
y Tomás Ramón Fernández, este principio está relacionado con la tensión
de la igualdad-secreto en el procedimiento administrativo, la que ha provo-
cado los más apasionados debates en épocas recientes, debido a su relación
con los límites al derecho de información de los gobernados sobre la activi-

25 Cfr. González Pérez, Jesús, Manual de procedimiento administrativo, cit. supra
nota 23, pp. 83 y 84.

26 Cfr. op. ult. cit., pp. 315 y 316.
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dad de las autoridades administrativas.27  Es un tema que está muy lejos de
tener una solución equilibrada, como lo hemos observado en México.

37. B) La referencia a la Ley Federal Alemana de 1977 (Verwaltungs-
verfahrensgesetz), es importante como ejemplo, ya que representa uno de
los ordenamientos más avanzados en el continente europeo, en virtud
de que recoge las experiencias de otras legislaciones similares, tanto ex-
tranjeras como de las entidades federativas alemanas (Länder), con mayor
razón en cuanto la doctrina consideraba que no existía una verdadera tradi-
ción sobre la regulación unitaria del procedimiento administrativo en Ale-
mania, salvo algunos ejemplos aislados de legislaciones locales.28

38. No haré mención a algunos aspectos sobre información, audiencia
de las partes, flexibilidad y unificación del procedimiento administrativo,
que regula también en esencia la legislación española sobre la materia, y
por ello nos limitaremos a destacar algunos lineamientos que consagra di-
cho ordenamiento federal alemán que entró en vigor en enero de 1977 y
que presentan avances significativos. Entre ellos podemos señalar el lla-
mado procedimiento de masas o colectivo y en la obligación de la autori-
dad administrativa de asesorar técnicamente a los particulares afectados
por la actividad de la misma administración pública.

39. a) Por lo que se refiere al primer sector, es decir el relativo a la inter-
vención en el procedimiento administrativo de un grupo de personas, que
el mencionado ordenamiento califica como procedimiento de masas
(Massenverfahren), dentro del cual los artículos 17 a 19 de la Ley Federal
alemana comprenden la tutela de los llamados derechos o intereses difusos
(ver infra párrafos 107-125). En efecto, los citados preceptos al acoger los
principios de la jurisprudencia de su país, regulan la intervención de gru-
pos numerosos de posibles afectados, cuyas instancias pueden ser presen-
tadas por medio de la designación de un representante común cuando el
grupo es superior a cincuenta personas y sin necesidad de mandato, re-
presentante que puede participar en el procedimiento por conducto del de-

27 Cfr. Curso de derecho administrativo, cit. supra, nota 17, t. II, 1977, pp. 385-387.
28 Cfr. Mayer, Franz, �La Ley sobre procedimiento administrativo en la República

Federal de Alemania�, trad. del italiano por Fausto Rodríguez García, en Boletín Mexica-
no de Derecho Comparado, núm. 33, septiembre-diciembre de 1978, pp. 399-405;
Obermayer, Klaus, Verwaltungsverfahrensgesetz. Einführung und Erläuterungen mit
Gesetzestext (Ley de Procedimiento Administrativo. Introducción y comentario, con el
texto de la ley), Darmstadt, Luchterhand, 1977, trad. de Beatrice Magnus, en Amministrare,
Milán, julio-septiembre de 1978, pp. 197-207 de la versión italiana.
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recho a la información y la posibilidad de alegar y presentar elementos de
convicción de acuerdo con la experiencia de las reclamaciones de organi-
zaciones y asociaciones que presentan sus puntos de vista, en ocasiones de
manera vehemente sobre la construcción de centrales eléctricas y nuclea-
res; de nuevos y grandes aeropuertos; de enormes plantes industriales, así
como respecto a otros problemas urbanísticos; relativos a la protección del
medio ambiente y a la planificación económica.29

40. b) En cuanto al asesoramiento (legal aid),30  el artículo 25 del citado
ordenamiento federal consigna un verdadero derecho de los administra-
dos, reconocido anteriormente por la jurisprudencia, para exigir a la auto-
ridad administrativa los oriente sobre el objeto y el alcance de la conducta
que los afecta, y por su parte la autoridad debe corregir de oficio las instan-
cias de los interesados, cuando las mismas son omisas o equivocadas por
ignorancia o falta de experiencia, a quienes se debe proporcionar a los
interesados la información necesaria en todo momento en que lo soliciten,
siempre que la misma no perjudique las atribuciones legales de las autori-
dades respectivas.31

V. LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS

41. Uno de los aspectos esenciales de una ley de procedimiento admi-
nistrativo radica en la regulación uniforme y precisa de los medios de im-
pugnación interna de los actos y resoluciones administrativos, que se es-
tablecen no sólo en interés de los particulares sino también en beneficio de la
propia administración, ya que la misma debe procurar la depuración jurídica
de su actividad, pues de esta manera facilita su funcionamiento y se evita
su responsabilidad posterior deducida en el proceso administrativo en sen-
tido estricto, ante los tribunales respectivos.32

42. Lograr un concepto, así sea aproximado de los recursos administra-
tivos, no resulta tan sencillo como a primera vista pudiera pensarse, debi-

29 Cfr. Mayer, Franz, op. ult. cit., pp. 209 y 210.
30 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, �Al asesoramiento jurídico y procesal como institución

de seguridad social�, Anuario Jurídico, II, 1975, México, UNAM, 1977, pp. 63-101.
31 Cfr. Mayer, Franz, y Obermayer, Klaus, estudios citados supra nota 28, pp. 411 y

210, respectivamente.
32 Cfr. González Pérez, Jesús, Manual de procedimiento administrativo, cit. supra,

nota 17, p. 536.
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do a que dicha institución se encuentra en la frontera de las nociones de
procedimiento y proceso administrativos, por lo que resulta indispensable
su delimitación, no sólo por razones especulativas, sino de manera esen-
cial en virtud de que el deslinde influye en la legislación y en la práctica
administrativas, en las cuales existe una confusión entre ambos sectores, si
se toma en cuenta que los dos pertenecen al ámbito general de la impugna-
ción de los actos, omisiones y resoluciones administrativos.33

43. La delimitación no puede hacerse a partir de la división que ha formu-
lado la doctrina entre proceso y procedimiento, al tomar en consideración
que tanto los recursos como el proceso tienen en común el aspecto formal
del procedimiento. A este respecto el notable procesalista español Jaime Guasp
afirmó que el procedimiento está constituido por las normas que señalan los
requisitos necesarios para la creación y realización de las disposiciones
instrumentales que sirven como medio a la realización del derecho.34

44. El destacado procesalista español Niceto Alcalá-Zamora y Castillo
ha precisado más este concepto en cuanto sostiene que la idea del proceso
responde a la contemplación teleolológica, en tanto que la del procedi-
miento obedece a un enfoque formalista, de manera que es posible soste-
ner que todo proceso requiere de uno o varios procedimientos, pero que no
todo procedimiento tiene carácter estrictamente procesal, ya que pueden con-
traponerse los tipos de proceso y las formas de procedimiento, según que
pueda mediar unidad procesal o diversidad procedimental o a la inversa.35

45. Resulta muy conveniente, por tanto, el examen de la diferencia entre
procedimiento y proceso administrativos, con el objeto de determinar la
situación de los recursos en uno y otro campo. Para el conocido adminis-
trativista mexicano Gabino Fraga, el procedimiento administrativo está
integrado por el conjunto de formalidades y de actos que preceden y pre-
paran el acto administrativo, de la misma manera que las vías de produc-
ción del acto legislativo y de la sentencia judicial formal, respectivamente,
el procedimiento legislativo y el judicial.36

33 Cfr. Escola, Héctor Jorge, Tratado teórico-práctico de los recursos administrati-
vos, Buenos Aires, Depalma, 1967, pp. 175-207; Dromi, Roberto, Derecho subjetivo y
responsabilidad pública, Bogotá, Temis, 1989, t. II, pp. 4-41.

34 Cfr. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, Madrid, t. I, p. 42.
35 Cfr. Teoría general e historia del proceso (1945-1971), Mexico, UNAM, 1992,

t. I, pp. 455-456; Id. �Proceso administrativo�, Estudios procesales, Madrid, Tecnos, 1975,
pp. 455 y 456.

36 Cfr. Derecho administrativo, 15a. ed., México, Porrúa, 1973, p. 264.
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46. Por su parte, otro conocido jurista mexicano, Alfonso Nava Negrete,
estima incompleta la definición anterior, en virtud de que desde su punto
de vista existen procedimientos administrativos después de producido el
acto o resolución con una finalidad diversa: como son el procedimiento de
ejecución y recurso administrativo.37

47. En realidad, todo depende de la idea que se tenga de la protección de
los actos y resoluciones administrativos, puesto que en último extremo,
tanto el procedimiento de ejecución como los recursos estrictamente con-
siderados desembocan también en actos y resoluciones, y ésta parece ser
también la idea de Gabino Fraga, cuando aclara que si bien trata en capítu-
lo separado a los recursos de que disponen los particulares para combatir
la actividad administrativa, tales recursos forman parte integrante del pro-
cedimiento administrativo.38

48. Como se sostuvo anteriormente (ver supra párrafos 41-43), es com-
pleja la delimitación del procedimiento y del recurso administrativo y ello
no únicamente en virtud de que ambas instituciones corresponden al cam-
po genérico de la impugnación de los actos y resoluciones administrativos,
sino además porque en ocasiones las autoridades pueden pronunciar ver-
daderas resoluciones procesales, aun cuando formalmente tenga la natura-
leza de actos y resoluciones de carácter administrativo.

49. La distinción radica en la diferencia entre autodefensa, autocom-
posición y proceso, como lo precisó en su obra clásica el insigne Niceto
Alcalá-Zamora y Castillo.39  En efecto, lo que caracteriza a los recursos
administrativos es la circunstancia de que la misma autoridad administra-
tiva (ya sea el autor del acto o resolución impugnados u otro superior, pero
siempre dentro de la esfera de la administración), examine nuevamente el
acto y dicta decisión, de manera que la resolución proviene de una de las
partes interesadas, la cual puede imponerla a la otra (autodefensa), o bien
puede allanarse a la petición contraria, que es precisamente lo que caracte-
riza la autocomposición de los recursos administrativos, que generalmente
es considerada en casi todos los supuestos como autodefensa, por la ten-

37 Cfr. Derecho procesal administrativo, México, Porrúa, 1959, pp. 76 y 77.
38 Cfr. Derecho administrativo, cit. supra, nota 36, pp. 268 y 444 y 445.
39 Cfr. Proceso, autocomposición y autodefensa, México, 3a. ed., México, UNAM,

1993, pp. 50-53 y 71 y ss.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2005. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/kMhp9M



166 HÉCTOR FIX-ZAMUDIO

dencia de las autoridades administrativas de confirmar el acto o resolución
impugnados.40

50. En ambos casos, es decir, proceso y procedimiento administrativos,
existe una relación jurídica, que en los recursos también administrativos
podemos calificar de procedimiento, que se entable verticalmente entre el
particular inconforme y la autoridad que dictó el acto o la resolución im-
pugnados o su superior jerárquico, es decir, se produce un litigio (en senti-
do amplio), entre dos partes, una de ellas, es decir, la autoridad, autocom-
pone la controversia al allanarse total o parcialmente a la petición del
afectado (que es la excepción), o bien el mismo administrado impone la
solución de la controversia al adoptar una actitud de autodefensa, en la inte-
ligencia de que es la que predomina en la mayoría de los ordenamientos
contemporáneos.41

51. De manera diversa, si se trata del proceso jurisdiccional se configu-
ra lo que se conoce como relación jurídico-procesal, la que siguiendo al
conocido tratadista alemán K. Hellwig,42  establece una vinculación proce-
sal entre las partes con el juzgador, pero no entre las primeras (las que se
encuentran unidas por la relación jurídica sustancial), por lo que puede
definirse como una relación de carácter angular, que va del actor hacia el
juez y por medio de este último desciende hacia el demandado y por este
motivo el gran procesalista italiano Enrico Redenti la caracterizó certera-
mente como una relación de confluencia.43

52. Estamos, pues, en aptitud de lograr un concepto preliminar de los
recursos administrativos, sobre el cual se han elaborado numerosas defini-
ciones, lo que demuestra la complejidad de la institución en el derecho
comparado.

53. Para el notable jurista español Jesús González Pérez, que hemos
citado con frecuencia debido a sus importantes contribuciones a esta mate-
ria, considera que los recursos administrativos pueden definirse como ac-

40 Cfr. González Pérez, Jesús, Derecho procesal administrativo hispanoamericano,
Bogotá, Temis, 1985, pp. 3-6.

41 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, �Introducción al estudio de los recursos administrati-
vos�, en la obra colectiva Estudios de derecho público contemporáneo. Homenaje a Gabino
Fraga, México, Fondo de Cultura Económica, 1972, pp. 65 y 66.

42 Cfr. citado por el también procesalista alemán Goldschmidt, James, Derecho pro-
cesal civil, trad. de Leonardo Prieto Castro, Barcelona, Labor, 1936, pp. 7-9.

43 Cfr. Derecho procesal civil, trad. de Santiago Sentís Melendo, Buenos Aires, Ediar,
1957, t. I, pp. 116-117.
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tos de impugnación de un acto administrativo anterior ante un órgano de
este carácter que dan lugar a un procedimiento de revisión.44

54. Los notables administrativistas españoles Eduardo García de Enterría
y Tomás Ramón Fernández los describen como �(�) actos del administra-
do mediante los que éste pide a la propia administración la revocación y
reforma de un acto suyo o de una disposición de carácter general de rango
inferior a la ley, con base en un título jurídico específico�.45

55. En la doctrina latinoamericana podemos citar al conocido jurista
argentino Héctor Jorge Escola, quien sostiene que el recurso administrati-
vo es una actividad de control correctivo que se promueve a instancia de
parte interesada contra un acto administrativo,46  y el distinguido jurista
de la misma nacionalidad, Agustín A. Gordillo, considera a los recursos
administrativos, en sentido amplio, serían los remedios o medios de pro-
tección del individuo para impugnar los actos �latu sensu� y hechos
administrativos que lo afectan y defender sus derechos frente a la adminis-
tración.47

56. Por lo que se refiere a la doctrina mexicana, Alfonso Nava Negrete
sostiene que la naturaleza administrativa del procedimiento de impugna-
ción de los actos administrativos que la ley establece con el propósito de
otorgar a los afectados la posibilidad de inconformarse ante la administra-
ción activa, generadora del acto que se impugna, por lo que el recurso debe
caracterizarse como un procedimiento desarrollado en la esfera de la ad-
ministración y no como proceso o juicio o como una vía jurisdiccional
promovida ante un tribunal, aun cuando dicho procedimiento se estructura
de manera similar al judicial.48

57. Por su parte, el creador de la ciencia del derecho procesal adminis-
trativo mexicano, el notable jurista Antonio Carrillo Flores, estimó que
para que un recurso pueda configurarse se requiere que el derecho objetivo
establezca la posibilidad de que un particular impugne ante una autoridad
administrativa una decisión para que la propia autoridad a quien se dirige

44 Cfr. Manual de procedimiento administrativo, cit. supra, nota 17, p. 535.
45 Cfr. Curso de derecho administrativo, cit. supra, nota 17, t. II, p. 416.
46 Cfr. Tratado teórico-práctico de los recursos administrativos, cit. supra, nota 33,

p. 217.
47 Cfr. Tratado de derecho administrativo, El procedimiento administrativo, 4a. ed.,

Buenos Aires, Fundación de Derecho Administrativo, 2000, t. 4, pp. III, 1.
48 Cfr. Derecho procesal administrativo, cit. supra, nota 37, pp. 88-89.
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emita una nueva resolución sobre el fondo del asunto, en la que examine
no sólo la legalidad de la primera sino también su oportunidad, por lo que
debe concluirse en el sentido de que el recurso administrativo no existe si no
se ha consignado de manera específica en un ordenamiento legislativo.49

58. Otro muy destacado administrativista mexicano, Andrés Serra Ro-
jas, expresó que el recurso administrativo constituye la defensa legal que
tiene el particular afectado para impugnar un acto administrativo ante la
propia autoridad pública para que lo revoque, lo anule o reforme.50  Gabino
Fraga define en forma muy penetrante a la institución que se examina, de
la siguiente manera: �El recurso administrativo constituye un medio legal
de que dispone el particular afectado en sus derechos o intereses por un
acto administrativo determinado para obtener en los términos legales de
la autoridad administrativa, una revisión del propio acto, a fin de que dicha
autoridad lo revoque, lo anule o lo reforme en caso de encontrar compro-
bada la ilegalidad o la inoportunidad del mismo�.51

59. Arturo Cruz Alatorre afirma que el recurso administrativo es un
derecho consagrado por la ley a favor de una persona que ha sido lesiona-
da por una resolución de la autoridad administrativa y que hace valer ante
ésta dentro de un plazo determinado con el fin de resolver un acto lesivo.52

60. Finalmente, Gonzalo Armienta Hernández estima que mediante el
recurso administrativo se le da oportunidad a la administración para corre-
gir sus errores, pero no significa que su finalidad sea precisamente otorgar
una prerrogativa a la autoridad, sino más bien su consecuencia, ya que
fundamentalmente sirve de instrumento al particular para que éste, en la
vía prejudicial, pueda obtener de la autoridad la modificación o invalida-
ción de una resolución legal.53

61. Todos los autores mencionados coinciden en considerar que el re-
curso administrativo constituye una impugnación dentro de la esfera del
procedimiento administrativo, por medio de la cual el particular afectado
puede oponerse a un acto o a una resolución de carácter administrativo,
por conducto de una tramitación en la que la misma autoridad u otra jerár-

49 Cfr. La justicia federal y la administración pública en México, México, Porrúa,
1973, p. 108.

50 Cfr. Derecho administrativo, 6a. ed., México, Porrúa, 1974, t. II, pp. 446 y 447.
51 Cfr. Derecho administrativo, cit. supra, nota 36, p. 445.
52 Cfr. �Recursos administrativos�, en Revista del ITAT, núm. 15, México, septiembre

de 1961, p. 121.
53 Cfr. Tratado teórico-práctico de los recursos administrativos, México, Porrúa, 1992.
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quicamente superior decide de manera autocompositiva o por medio de la
autodefensa la controversia respectiva por conducto de lo que también se
ha calificado como autotutela de la administración.

62. Cada autor examina el recurso desde un ángulo diverso y por esta
circunstancia existen diferencias para caracterizarlo, ya que mientras
González Pérez lo califica de acto; Nava Negrete de procedimiento; Carri-
llo Flores de medio legal; Serra Rojas de defensa legal, y Cruz Alatorre
destaca su carácter de derecho. Por su parte, Armienta Hernández afirma
que la doctrina está en lo cierto al situar al recurso entre los actos jurídicos
y a la instancia como un derecho. En realidad se trata de diversos enfo-
ques, ya que, en efecto, el recurso administrativo es un derecho de impug-
nación, que se tramita por medio de un procedimiento y que se traduce en
una resolución que también tiene la naturaleza de un acto administrativo.54

63. Estrechamente vinculado al problema del concepto de los recursos
administrativos se encuentra la cuestión de su fundamento, respecto del
cual existen varios criterios que se apoyan también en el diverso ángulo
según el cual se aprecia la base jurídica de los propios recursos. A este
respecto, Serra Rojas considera que la administración pública tiene (o debe
tenerlo), el control de todas sus dependencias y es la interesada en que los
agentes públicos se subordinen a las prescripciones legales, por lo que el
recurso permite al poder público revisar sus actos y resoluciones a instan-
cia de un particular que se siente agraviado con ellos, si se toma en cuenta,
por otra parte, que el principio de legalidad es la piedra angular del Estado
de derecho y abarca todos los aspectos de la acción de los poderes públi-
cos, de manera que toda actuación irregular de la administración pública
que ocasione a un particular un agravio debe ser corregida dentro del or-
den jurídico y debe encontrar en la legislación administrativa los medios
eficaces para su restablecimiento.55

64. Por su parte, González Pérez rechaza el criterio por un sector de la
doctrina en el sentido de que el recurso administrativo tiene su facultad de
la administración de revisar oficiosamente sus propios actos, puesto que,
como advierte este autor con acierto, existen actos o resoluciones que no
pueden revisarse oficiosamente por la administración, si se toma en cuenta

54 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, �Introducción al estudio de los recursos administrati-
vos�, cit. supra, nota 41, p. 68; López Ríos, Pedro, La justicia administrativa en el siste-
ma federal mexicano, cit. supra, nota 5, pp. 33-40.

55 Cfr. Derecho administrativo, cit. supra, nota 50, t. II, pp. 445 y 446.
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que sólo puede examinarlos a instancia del interesado, especialmente cuan-
do afectan derechos de tercero. En sentido inverso el mismo notable jurista
español afirma que la administración puede, en ejercicio de su posición pri-
vilegiada, dirimir por sí los conflictos jurídicos que surjan con las personas
que se relacionan con ella, por lo que parece lógico arbitrar una serie de
recursos administrativos ante ella, antes de que el particular pueda iniciar
una vía procesal, ya que si la propia administración, al decidir los recursos
planteados ante ella, reconoce la razón que le asiste al reclamante, se evitará
un proceso, con las complicaciones y gastos que el mismo suponen, y por
ello inclusive se ha equipado a la vía administrativa a la conciliación.56

65. En tal virtud, podemos considerar que los recursos administrativos
se apoyan en un doble fundamento jurídico, ya que: a) Por una parte, una
de sus bases esenciales descansa en la conveniencia de la propia adminis-
tración en revisar sus propios actos y resoluciones para corregir los erro-
res y violaciones que advierten y que afectan la esfera jurídica de los ad-
ministrados, con el objeto de evitar un proceso judicial posterior ante los
organismos jurisdiccionales ordinarios o especializados, con la consiguiente
perturbación de sus actividades oficiales y con la posibilidad de ser conde-
nada a cubrir los daños y perjuicios por su conducta irregular.

66. b) En segundo término y desde el ángulo del gobernado los recur-
sos administrativos están dirigidos a tutelar su esfera jurídica contra la
conducta de la autoridad que la afecta, de acuerdo con el principio esen-
cial en el Estado social del derecho sobre el respeto al llamado derecho de
audiencia, debido proceso o defensa legal, entendido en sentido amplio,
como lo ha resuelto la jurisprudencia de la Corte Suprema Federal de Esta-
dos Unidos en su jurisprudencia, al establecer un conjunto de lineamientos
para lograr la defensa de los particulares dentro del procedimiento admi-
nistrativo.57

VI. LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA ADMINISTRACIÓN

67. Señalamos con anterioridad (ver supra párrafo 26), que un aspecto
esencial de la defensa jurídica de los administrados dentro de la esfera de

56 Cfr. Los recursos administrativos, 2a. ed., Madrid, pp. 26, 39 y 40.
57 Cfr. Vigoritti, Vincezo, �Costituzione e giustizia administrativa negli Stati Uniti

d�America�, Revista trimestrale di diritto pubblico, Milán, 1970, pp. 1201 y 1202; Gellhorn,
Ernest y Levin, Ronald M., Administrative Law and Process, St. Paul, Minn., West Pub-
lishing, 1990, pp. 194-241.
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la justicia administrativa consiste en el resarcimiento de los daños y perjui-
cios que sufren los particulares debido a la conducta de las autoridades en
esta materia, pero para que dicha compensación sea efectiva, es preciso
que pueda exigirse directamente a la administración pública y no de mane-
ra indirecta o subsidiaria, como tradicionalmente habían establecido los
códigos civiles latinoamericanos por influencia de la codificación
napoleónica, pero que se ha revertido en los últimos años, en los cuales se
advierte un progreso considerable.

68. La responsabilidad patrimonial del Estado, que se produce esencial-
mente debido a la actividad administrativa, pero también en otros ámbitos
del poder público, ha sido objeto de una evolución muy paulatina, de la
cual podemos señalar tres etapas en el ámbito interno (para no hacer
referencia a la de carácter internacional), descritas en forma muy sintéti-
ca:58  a) La primera abarca varios siglos y puede calificarse como de irres-
ponsabilidad patrimonial del Estado, que comprende el derecho romano
clásico y la Edad Media, etapas históricas en los que no se concebía la
posibilidad de que las autoridades estuviesen obligadas a compensar los
daños causados por su actividad, la que debía ser aceptada y soportada por
los súbditos, debido a que sus mandatos debían imponerse sin compensa-
ción, de acuerdo con la frase acuñada en Inglaterra: The King can do not
Wrong, y perduró tanto en la misma Inglaterra como posteriormente en
Estados Unidos hasta el siglo XIX, con algunas excepciones.

69. b) La siguiente fase se caracteriza por el predominio de la responsa-
bilidad indirecta de la administración pública, en virtud del principio de
la culpa, es decir de la conducta ilícita de los agentes o funcionarios, que se
traducía en la obligación del afectado de demandar primeramente a estos
últimos, y sólo si eran insolventes se podía exigir la reparación de los orga-
nismos públicos respectivos.

70. c) A partir de la evolución de la notable jurisprudencia del Consejo
de Estado francés en las últimas décadas del siglo XIX y las primeras del
XX, se impuso de manera paulatina en la legislación, la jurisprudencia y la
doctrina el concepto de la responsabilidad directa, sin abandonar total-
mente el principio de culpa, para luego transformarse en objetiva, por
medio de las doctrinas, orgánica y posteriormente, del riesgo. Esta res-

58 Cfr. Leguina Villa, Jesús, La responsabilidad civil de la administración pública,
2a. ed., Madrid, Tecnos, 1983, pp. 31 y ss.
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ponsabilidad objetiva fue consagrada expresamente en algunas Constitucio-
nes expedidas en la segunda posguerra, como la de Italia de 1948 y la espa-
ñola de 1978, de las cuales haremos una breve referencia más adelante.59

71. Para citar algunos ejemplos de la consagración de la responsabili-
dad directa y en ocasiones también objetiva de la administración pública
en los ordenamientos contemporáneos, podemos destacar lo establecido
por el artículo 28 de la Constitución italiana de 1947:

Los funcionarios y los agentes del Estado y de los entes públicos son direc-
tamente responsables según las leyes penales, civiles y administrativas de
los actos que realicen con infracción a los derechos. En tales casos la res-
ponsabilidad se extiende al Estado y a los entes públicos. (Las cursivas son
del autor).

72. El artículo 106.2 de la carta democrática española de 1978 dispone
de manera expresa:

(�) 2. Los particulares en los términos establecidos por la ley, tendrán
derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de
sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos�. (Las
cursivas son del autor).60

73. Por lo que se refiere a los más recientes ordenamientos fundamentales
latinoamericanos podemos citar también algunos ejemplos. Así el artícu-
lo 90 de la Constitución colombiana de julio de 1991, establece al respecto:

El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le
sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades
públicas. En el evento de ser condenado a la reparación patrimonial de uno
de tales daños, que ha sido consecuencia de la conducta dolosa o grave-

59 Cfr. op. ult. cit., pp. 151-200.
60 Cfr. García de Enterría, Eduardo y Fernández, Tomás Ramón, Curso de derecho

administrativo, cit. supra, nota 17, t. II, pp. 331-377. Estos autores realizan un extenso
comentario sobre los alcances de este precepto. Para la determinación y liquidación de los
daños y perjuicios por parte de las autoridades administrativas en el procedimiento ante
ellas, son muy significativas los comentarios de González Pérez, Jesús, Manual de proce-
dimiento administrativo, cit. supra, nota 17, pp. 387-395.
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mente culposo de un agente suyo, aquel deberá repetir contra éste. (Las
cursivas son del autor).

74. Si bien no se ha establecido a nivel constitucional como en los orde-
namientos anteriores, la Ley General de Administración Pública de Costa
Rica de mayo de 1978 establece lineamientos muy avanzados en esta ma-
teria. En efecto, en el inciso 1 de su artículo 190, establece la regla genéri-
ca de que �La administración responderá por todos los daños que cause su
funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal, salvo causa de
fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero (...) Por lo que
respecta a la responsabilidad por conducta ilícita, ésta es muy amplia, puesto
que la administración deberá reparar todo daño causado a los derechos
subjetivos ajenos por faltas de sus servidores cometidas durante el desem-
peño de los deberes del cargo o con ocasión del mismo, utilizando las
oportunidades o medios que ofrece, aun cuando sea para fines o activida-
des o actos extraños a dicha misión (artículo 191 de dicha Ley). Si bien la
propia responsabilidad es más restringida cuando se trate de los actos líci-
tos y el funcionamiento normal de la administración, que en la mayoría de
los ordenamientos está excluida, pero en el citado ordenamiento costarri-
cense procede cuando causen daño del administrado en forma especial,
por la pequeña proporción de los afectados o por la intensidad excepcional
de la lesión (artículo 194.1).

75. Por su parte, el artículo 140 de la Constitución venezolana de 1999,
dispone al respecto: �El Estado responderá patrimonialmente por los da-
ños que sufran los o las particulares en cualquiera de sus bienes y dere-
chos, siempre que la lesión sea imputable al funcionamiento de la admi-
nistración pública�. (Las cursivas son del autor).

76. A los ordenamientos anteriores deben agregarse las disposiciones
contenidas en las cartas fundamentales de Brasil de 1988; Chile de 1980,
reformada en 1989; Ecuador, en las reformas sustanciales de 1998; Guate-
mala de 1985; Paraguay de 1992; Honduras de 1983; y Paraguay de 1992,
texto vigente en 1987.61

77. Por lo que se refiere al ordenamiento mexicano, el mismo se había
mantenido al margen de esta institución esencial de la responsabilidad pa-

61 Cfr. Varios autores, Responsabilidad del Estado, Tucumán, Argentina, Universi-
dad del Norte Santo Tomás de Aquino, Ediciones Unsta, 1982.
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trimonial de la administración en el ámbito federal, ya que por muchos
años sólo se había establecido exclusivamente en el articulo 1928 del Có-
digo Civil expedido en 1928 (en vigor en 1932), para el Distrito Federal,
pero aplicable en toda la República en materia federal (si bien reciente-
mente se han separado ambos ámbitos y se ha expedido un Código Civil
para el Distrito Federal), como una responsabilidad indirecta y subsidiaria,
de acuerdo con el criterio tradicional (ver supra párrafo 69), y en materia
administrativa federal, debido a los esfuerzos del ilustre jurista mexicano
Antonio Carrillo Flores, se hizo el intento de establecer una responsabili-
dad directa en la Ley de Depuración de Créditos del Gobierno Federal de
1941, pero este ordenamiento, además de apoyarse en el criterio de la cul-
pa, no tuvo eficacia práctica y se abrogó en 1988.62

78. En 1994 se advierte un pequeño avance en cuanto a dicha institu-
ción al modificarse el mencionado artículo 1928 del Código Civil para
introducir en el actual artículo 1927 el concepto de responsabilidad soli-
daria del propio Estado, pero todavía dentro del concepto tradicional civi-
lista de la culpa y, por tanto, sin repercusión real significativa.

79. El cambio de mayor trascendencia, pero todavía restringido, se produ-
jo con la reforma de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos
de 1982, en cuanto se adicionó en 1994 el artículo 77 bis de dicho ordena-
miento (actualmente artículo 33 de la vigente Ley Federal de la Responsa-
bilidad Administrativa), en el cual se estableció que cuando se siga un
procedimiento por responsabilidad administrativa de un servidor público
y se demuestre su culpabilidad, el afectado puede exigir la liquidación de
los daños y perjuicios ante la misma autoridad administrativa, y si esta
última se niega a hacerlo o se considera insatisfactoria, el afectado puede
acudir a la vía ordinaria civil o ante los tribunales administrativos compe-
tentes. En el mismo precepto se consagró una disposición similar respecto
de las recomendaciones de la Comisión Nacional de Derechos Humanos,
en la cual se estableció la existencia de daños y perjuicios por parte de una

62 Cfr. Carrillo Flores, Antonio, La defensa jurídica de los particulares frente a la
administración en México, México, Librería de Porrúa Hermanos, 1939, pp. 217-237; Id.
�La responsabilidad del Estado en México�, en el libro del propio autor, Estudios de
derecho administrativo y constitucional, México, UNAM, 1987, pp. 9-23; Castro Estrada,
Álvaro, �Respuesta al reto que planteara don Antonio Carrillo Flores a los alumnos de la
Escuela Libre de Derecho sobre el instituto de la responsabilidad patrimonial del Estado�,
en Revista de Investigaciones Jurídicas, Escuela Libre de Derecho, núm, 23, México,
1999, pp. 67-122.
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autoridad administrativa, y ésta lo hubiese aceptado, con lo cual se con-
vierte en obligatoria, pero esto no implica la aceptación de una responsabi-
lidad directa del Estado y menos aun objetiva.

80. Con la evolución anterior el terreno estaba maduro para la culmina-
ción de este desarrollo, por lo que debido a las numerosas gestiones del
conocido jurista mexicano Álvaro Castro Estrada, que a todos sus trabajos
doctrinales sobre la materia,63  agregó intensas y numerosas gestiones ante
los miembros de ambas Cámaras del Congreso de la Unión, se generaron
varias iniciativas que después de numerosas discusiones y dictámenes con-
cluyeron con la aprobación por unanimidad en ambas Cámaras (la que
resulta muy difícil de obtener con la actual composición plural de las mis-
mas), de la reforma del artículo 113 de nuestra Constitución federal, así
como la modificación del nombre del título V de la carta federal que a
partir de dicha reforma se intitula De las responsabilidades de los servido-
res públicos y patrimonial del Estado, todo ello por decreto legislativo
publicado el 14 de junio de 2002.64  El citado artículo 113 constitucional
establece actualmente:

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su activi-
dad administrativa irregular, cause a los bienes o derechos de los particu-
lares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a indemni-
zación conforme a las bases límites y procedimientos que establezcan las
leyes. (Las cursivas son del autor).65

63 Entre dichos estudios destaca su libro Responsabilidad patrimonial del Estado,
México, Porrúa, 1997; Fernández Ruiz, Jorge, �Derecho administrativo. Capítulo nove-
no, Reparación del daño por parte del Estado�, Enciclopedia Jurídica Mexicana, t. VII,
México, Porrúa-UNAM, 2002, pp. 805-817.

64 Cfr. Castro Estrada, Álvaro, Nueva garantía constitucional. La responsabilidad
patrimonial del Estado, México, Porrúa, 2002.

65 Debe tomarse en cuenta lo dispuesto por el extenso artículo transitorio único de la
citada reforma constitucional: �El presente Decreto entrará en vigor el primero de enero
del segundo año siguiente al de su aparición en el Diario Oficial de la Federación (es
decir del año 2004). La Federación, las entidades federativas y los municipios contarán
con el periodo comprendido entre la publicación del presente Decreto y su entrará en
vigor, para expedir las leyes o realizar las modificaciones necesarias, según sea el caso, a
fin de proveer el debido cumplimiento del mismo, así como para incluir en sus respecti-
vos presupuestos una partida para hacer frente a su responsabilidad patrimonial. La apro-
bación de la reforma constitucional implicará necesariamente la adecuación a las disposi-
ciones jurídicas secundarias, tanto en el ámbito federal como local, conforme a los criterios
siguientes: a) El pago de la indemnización se efectuará después de seguir los procedi-
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81. Sin embargo, a pesar de haber transcurrido el plazo constitucional,
ni el legislador federal ni los locales dieron cumplimiento oportuno a lo
dispuesto por el artículo transitorio del decreto de reforma constitucio-
nal, Sin embargo, el Congreso de la Unión, con base una iniciativa que a
su vez se apoyó sustancialmente en el anteproyecto formulado por el
jurista Álvaro Castro Estrada desde la publicación de su excelente tesis
doctoral aparecida en el año de 1977,66 el cual fue revisado y perfeccio-
nado en trabajos posteriores y el autor lo adicionó con propuestas de modi-
ficación a varios ordenamientos para lograr la congruencia de las reformas
constitucionales.67 En diciembre de 2004 fue expedida la ley reglamenta-
ria respectiva, que entrará en vigor en enero de 2005, es decir, con un año
de retraso.

82. Los recursos administrativos que hemos examinado en el inciso ante-
rior y la responsabilidad patrimonial del Estado se encuentran estrechamen-
te vinculados, ya que con los primeros la administración tiene la posibili-
dad de corregir sus propios errores y omisiones y evitar la responsabilidad
en el ámbito del procedimiento administrativo, y posteriormente en el pro-
ceso jurisdiccional respectivo. Sin embargo, en la realidad se observa que
un porcentaje importante de los recursos administrativos son confirmados
sin mayor estudio por las mismas autoridades ante las cuales se interpo-
nen, y por ello se advierte la tendencia generalizada en los ordenamientos
contemporáneos para establecer de manera creciente el carácter potestati-
vo de los citados recursos. Por ello considera el notable jurista español
Jesús González Pérez que esa tendencia para hacer potestativos para los
administrados los recursos administrativos se debe a que, en su opinión no
debe exigirse su agotamiento como presupuesto de la jurisdicción admi-
nistrativa, y que se otorgue a los particulares la posibilidad de acudir a
dichos recursos cuando exista la esperanza de que, a través de los mismos,

mientos para determinar que al particular efectivamente le corresponde dicha indemniza-
ción; y b) El pago de la indemnización estará siempre sujeta a la disponibilidad presu-
puestaria del ejercicio fiscal de que se trate. Para la expedición de las leyes o la realiza-
ción de las modificaciones necesarias para proveer el debido cumplimiento del decreto,
se contará con el periodo comprendido entre la publicación del decreto y su entrada en
vigor. Según la fecha de publicación del Decreto y su consiguiente publicación, el perio-
do no será menor a un año ni mayor a dos�.

66 Cfr. Responsabilidad patrimonial del Estado, cit. supra, nota 63.
67 Cfr. Nueva garantía constitucional. La responsabilidad patrimonial el Estado, cit.

supra, nota 64.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2005. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/kMhp9M



CONCEPTO Y CONTENIDO DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA 177

las administraciones públicas abandonen su terquedad tradicional, pero
no debe obligarse a su interposición.

83. Debido a lo anterior, es que además del proceso administrativo y
para aliviar el agobio que tienen actualmente los tribunales especializados,
se han creado los organismos no jurisdiccionales de acuerdo con el modelo
escandinavo del Ombudsman, a fin de que los particulares puedan obtener
reparación por la conducta indebida de las autoridades administrativas, de
una manera rápida y con un procedimiento más flexible y breve que el
jurisdiccional. De estos organismos nos ocuparemos en el inciso siguiente.

VII. EL OMBUDSMAN

84. Podemos afirmar que esta institución surgió y se ha extendido de mane-
ra dinámica y creciente en una gran parte de los ordenamientos de diversos
sistemas, tradiciones o familias jurídicas, debido a la necesidad de tutelar
de manera efectiva y rápida a los particulares frente a las autoridades ad-
ministrativas, en virtud, entre otras causas, de que los tribunales ordinarios
o especializados debido al aumento desorbitado de los conflictos en esta
materia, han resultado notoriamente insuficientes para resolverlos de ma-
nera expedita.

85. La institución y el vocablo del Ombudsman surgieron en la legisla-
ción sueca de principios del siglo XIX (leyes constitucionales de 1809,
sustituidas por las actuales de 1874). El término tiene un significado poco
preciso, ya que puede traducirse como representante o comisionado, por
ello, de acuerdo con el modelo original, se le consideró y todavía se le
considera en los regímenes parlamentarios como un Comisionado del ór-
gano legislativo con el objetivo esencial de fiscalizar la conducta de las
autoridades administrativas. Esta denominación y su estructura se trasladó
a los restantes países escandinavos: Finlandia (1919), Noruega (1952), y
Dinamarca (1953).

86. En la segunda posguerra estos organismos no jurisdiccionales se
introdujeron en forma rápida en varios ordenamientos tanto de Europa
continental como en los de tradición angloamericana, con diferentes mo-
dalidades y matices y con diversas denominaciones, tales como Parlamen-
tary Commissioner for Administration; Mediateur, Difensore Civico,
Volksanwaltschaft (Abogacía Popular); Promotor de la Justicia y Defen-
sor del Pueblo, entre otros, pero algunas legislaciones han utilizado direc-
tamente el nombre original de Ombudsman, como las de Nueva Zelandia y
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de Australia, ambas de 1976.68  Por tanto. no es exagerada la afirmación de
que esta institución ha adquirido carácter universal.69

87. A pesar de la diversidad de denominaciones y las distintas modali-
dades y matices que se le han conferido en los numerosos ordenamientos
nacionales que lo ha consagrado, el Ombudsman posee elementos comu-
nes, con los cuales intentaremos realizar una descripción de carácter preli-
minar que no puede considerarse como una verdadera definición. En este
sentido podemos afirmar que es el organismo público autónomo dirigido
por uno a varios funcionarios designados por el órgano legislativo, por el
ejecutivo o por ambos, entre personas, preferentemente juristas que se han
distinguido por su independencia moral e intelectual. Los titulares de los
propios organismos con el auxilio de personal técnico poseen las funcio-
nes de recibir e investigar (en ocasiones pueden actuar de oficio), las recla-
maciones y quejas de los particulares por la afectación de sus derechos e
intereses legítimos (y en su más reciente etapa, también de los derechos
fundamentales consagrados en el ordenamiento interno, que incluyen los de
fuente internacional), ocasionada por la conducta administrativa de las
autoridades de la administración pública, así como de otros organismos
del poder, no sólo por infracciones a la legalidad, sino también por injusti-
cia, irrazonabilidad, error o retraso manifiesto.

88. De acuerdo con un procedimiento flexible, con el mínimo de forma-
lidades y de fácil acceso, dichos organismos no jurisdiccionales deben in-
tentar la conciliación inmediata, si la naturaleza de la infracción lo permi-
te, y de no lograrlo, realizan una investigación de carácter parajudicial. Si
se comprueba la violación denunciada, formulan recomendaciones no obli-
gatorias, en las cuales se establecen las soluciones más adecuadas para
reparar las infracciones de carácter administrativo. Si las autoridades a las
que se dirigen dichas recomendaciones las aceptan, se convierten en impe-
rativas, y si las rechazan deben expresar las razones fundadas para hacerlo.

89. Las citadas recomendaciones se dan a conocer a la opinión pública
por conducto de los medios de comunicación, pero también dichos orga-

68 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, �Reflexiones comparativas sobre el Ombudsman�, apa-
recido primeramente en Memoria de El Colegio Nacional, 1979, México, El Colegio
Nacional, 1980, pp. 99-149, reproducido en el libro del mismo autor, Protección jurídica
de los derechos humanos. Estudios comparativos, 2a. ed., México, 1999, Comisión Na-
cional de Derechos Humanos, pp. 347-397.

69 Cfr. Legrand, André, �Une institution universelle: l�Ombudsman�, Revue Interna-
tionale de Droit Comparé, París, 1973, pp. 851-861.
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nismos deben formular informes periódicos a los más altos órganos del
gobierno y de las cámaras legislativas, en los cuales también están facul-
tados para proponer las reformas que consideren necesarias para modificar
la práctica, los reglamentos y las normas legislativas con el objeto de lo-
grar mayor eficacia en la tutela de los derechos de los gobernados. Ade-
más, en los países menos desarrollados se otorga a dichos organismos atri-
buciones para difundir, enseñar y divulgar por medio de cursos, capacitación
y publicaciones, el conocimiento de los derechos que deben tutelarse. Por
todas estas actividades se les ha calificado como magistraturas de opinión
y de persuasión.

90. Por lo que se refiere a los ordenamientos latinoamericanos su intro-
ducción ha sido tardía en relación con los de Europa y los de tradición
angloamericana, pero si bien su creación se produjo en época reciente, se
ha extendido rápidamente. Para ello ha influido en forma decisiva la crea-
ción del Defensor del Pueblo en la Constitución democrática española de
1978, y la extensa doctrina que lo ha estudiado, pues además esta denomi-
nación es la que ha predominado en la mayoría de nuestros países.70  Es
preciso aclarar que con la creación del Promotor de los Derechos Huma-
nos en la carta fundamental portuguesa de 1976-1982 y del citado Defen-
sor del Pueblo español, comienza una nueva etapa en el desarrollo de la
institución del Ombudsman, ya que con anterioridad su esfera de protec-
ción se dirigía a los derechos e intereses legítimos de los administrados,
pero a partir de las citadas Constituciones de Portugal y España, se agregó
la protección de los derechos fundamentales, debido a la experiencia de
ambos países que habían sufrido dictaduras muy prolongadas, y esta es la
orientación esencial que han adoptado las legislaciones latinoamericanas
que han consagrado estos organismos no jurisdiccionales.

91. a) De manera muy sintética podemos señalar que esta institución se
introdujo primeramente en la Constitución de Guatemala de 31 de mayo
de 1985 y reglamentada por la Ley de la Comisión de Derechos Huma-

70 Cfr. como ejemplos los estudios de los destacados juristas españoles, Gil Robles y
Gil Delgado, Álvaro, El control parlamentario de la administración (el Ombudsman), 2a.
ed., Madrid, Instituto Nacional de la Administración Pública, 1981, del mismo autor, �El
Defensor del Pueblo y su impacto en España y América Latina�, Revista de la Asociación
Interamericana del Ombudsman, Santa Fe de Bogotá, núm. 3, diciembre de 1994, pp. 53-
84; y Fairén Guillén, Víctor, El Defensor del Pueblo: Ombudsman, t. I, Parte General,
t. II, Parte Especial, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1982 y 1986.
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nos del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Hu-
manos, de primero de octubre de 1986, reformada posteriormente por de-
creto legislativo de 27 de mayo de 1987; b) en Colombia, después de algu-
nos ensayos durante la vigencia de la Constitución anterior de 1886, en la
nueva carta fundamental de 7 de julio de 1991, se introdujo al Defensor del
Pueblo en sus artículos 281 a 283, como parte del Ministerio Público, ya
que ejerce sus funciones bajo la suprema dirección del Procurador General
de la República; c) en la Constitución peruana, septiembre de 1993, apro-
bada en referéndum en el mes de octubre siguiente, se creó en los artícu-
los 161 y 162, la Defensoría del Pueblo, que está regulada por la Ley
26,520, Orgánica de la Defensoría del Pueblo de 8 de agosto de 1995; d) la
carta fundamental de Bolivia fue reformada sustancialmente el 12 de julio
de 1994, y dichas modificaciones �los artículos 127 a 131� introdujeron
la figura del Defensor del Pueblo; e) la Constitución de Ecuador de 1948
fue reformada esencialmente el 18 de enero de 1996, para crear la institu-
ción del Defensor del Pueblo, que en la posterior y última modificación de
1998 está regulada por el actual artículo 96, reglamentado por la Ley Or-
gánica de la Defensoría del Pueblo, publicada el 20 de febrero de 1997.

92. También los países centroamericanos han establecido de manera
paulatina dicha institución; f) con apoyo en los Acuerdos de Paz suscritos
en la Ciudad de México entre el gobierno de El Salvador y el Frente
Farabundo Martí el 27 de abril de 1991, se reformó el artículo 194 de la
Constitución de El Salvador de 1983, por decreto de 31 de octubre de
1991, con el objeto de de establecer el Procurador para la Defensa de los
Derechos Humanos. Este precepto fundamental fue desarrollado por la
Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos pro-
mulgada el 20 de febrero de 1992; g) en relación con la normatividad ordi-
naria debe mencionarse la Ley del Defensor de los Habitantes de Costa
Rica, publicada el 10 de diciembre de 1992; h) el artículo 59 de la Consti-
tución de la República de Honduras, modificada por decretos de 27 de
diciembre de 1994 y 7 de febrero de 1995, introdujo la institución del
Comisionado de los Derechos Humanos, precepto desarrollado por la Ley
Orgánica del Comisionado Nacional de los Derechos Humanos, promul-
gada el 10 de noviembre de 1995; i) por lo que respecta a Nicaragua en las
reformas constitucionales de 1 de febrero de 1995, se modificó el artícu-
lo 138, inciso 30 (actualmente incisos 9 y 29), para atribuir a la Asamblea
Nacional la facultad de nombrar al Procurador y al Subprocurador para la
Defensa de los Derechos Humanos, que fueron reglamentados por la Ley
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para la Procuraduría de la Defensa de los Derechos Humanos, publicada
el 10 de enero de 1996.71

93. j) En el ámbito federal de Argentina la institución tuvo un desarrollo
paulatino, primero de manera similar a lo que ocurrió en el ordenamiento
mexicano (ver infra párrafos 97-98), se introdujo con el nombre de Defen-
sor del Pueblo en la esfera del Poder Ejecutivo de acuerdo con el decreto
presidencial de 26 de agosto de 1990, pero se elevó a rango fundamental
con la reforma de 22 de agosto de 1994 al artículo 86 a la carta federal, con
la misma denominación, como organismo autónomo pero en el ámbito del
Congreso de la Nación. También se ha consagrado este organismo no ju-
risdiccional en algunas ciudades, entre ellas Buenos Aires, así como en
varias Constituciones provinciales, con varias denominaciones, pero pre-
domina la de Defensor o Defensoría del Pueblo.72

94. k) En la Constitución de Paraguay de 1992 se ha regulado al Defen-
sor del Pueblo de manera amplia en sus artículos 276 a 280, pero todavía
no han sido reglamentados. l) Finalmente, Venezuela regula a la Defensoría
del Pueblo en el artículo 280 de su carta fundamental de 1999.

95. Por lo que respecta al ordenamiento mexicano podemos afirmar
que también su introducción ha sido reciente y paulatina. En primer lu-
gar se realizaron algunos intentos que no tuvieron eficacia en la práctica
como la Dirección de los Derechos Humanos del estado de Nuevo León,
establecida por una ley del Congreso local de 3 de enero de 1979; el
Procurador de Vecinos creado por acuerdo del ayuntamiento de la ciu-
dad de Colima de 21 de noviembre de 1983, y que se institucionalizó en
la Ley Orgánica Municipal del Estado de Colima, publicada el 8 de di-
ciembre de 1984.73

71 Cfr. La bibliografía es amplia, pero nos limitamos a citar como estudios comparati-
vos, Fix-Zamudio, Héctor, �Garantías de los derechos, control judicial, amparo,
Ombudsman�, en la obra dirigida por Eduardo García de Enterría y Manuel Clavero
Arévalo, El derecho público a fines de siglo. Una perspectiva iberoamericana, Madrid,
Fundación BBV-Civitas, 1996, pp. 627-628; Gil Rendón, Raimundo, El Ombudsman en
el derecho constitucional comparado, México, 2002, pp. 275-285.

72 Cfr. Maiorano, Jorge L., El Ombudsman. Defensor del Pueblo y de las instituciones
republicanas, Buenos Aires, Ediciones Macchi, 1987, pp. 431-437; Gozaíni, Osvaldo
Alfredo, El Defensor del Pueblo, Ombudsman, Buenos Aires, Ediar, 1989, pp. 197-250;
Luna, Eduardo Fernando, �El Defensor del Pueblo�, en la obra Derecho constitucional de
la reforma de 1994, Mendoza-Buenos Aires, Depalma, 1995, t. II, pp. 89-114.

73 Cfr. Aguilar Cuevas, Magdalena, El defensor del ciudadano (Ombudsman), Méxi-
co, UNAM-Comisión Nacional de Derechos Humanos, 1991, pp. 113-138.
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96. El primer organismo no jurisdiccional que ha funcionado en la rea-
lidad, aun cuando con una competencia restringida, lo ha sido la Defensoría
de los Derechos Universitarios, cuyo estatuto fue aprobado por el Consejo
Universitario de la UNAM el 29 de mayo de 1986.74  Siguieron varias ins-
tituciones que tuvieron breve funcionamiento a nivel estatal y municipal,
tales como la Procuraduría para la Defensa del Indígena del Estado de
Oaxaca (1986); la Procuraduría Social de la Montaña del Estado de Gue-
rrero (1987); la Procuraduría de Protección Ciudadana del Estado de Aguas-
calientes (con una duración y una eficacia mayor que las anteriores (1988),
y la Defensoría de los Derechos de los Vecinos de la ciudad de Querétaro
(1988).75  Un paso adelante lo dio la Procuraduría Social del Departamen-
to del Distrito Federal, creada por acuerdo del Jefe de dicho Departamen-
to, publicado el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1989,
cuyo Manual de Funcionamiento fue publicado el 17 de julio del mismo
año. Si bien continúa en actividad, sus atribuciones son reducidas, debido
a que con posterioridad se creó la Comisión de Derechos Humanos del
mismo Distrito Federal (ver infra párrafo 106).

97. La etapa siguiente en la institucionalización de los organismos no
jurisdiccionales de la tutela de los derechos fundamentales, se dio con la
creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, por acuerdo pre-
sidencial de 5 de junio de 1990, y cuyo Reglamento fue elaborado por el
Consejo de dicha Institución los días 18 de junio a 9 de julio del mismo año.

98. Si bien esta Comisión fue establecida como un órgano desconcen-
trado de la Secretaría de Gobernación (en la cual se habían establecido con
anterioridad instituciones similares que no habían tendido mayor trascen-
dencia), y su titular era designado libremente por el Presidente de la Repú-
blica, al nombrarse como su primer presidente al conocido constituciona-
lista Jorge Carpizo, dicha institución adquirió una notable independencia
y realizó una labor excepcional, no sólo en cuanto a la investigación de
reclamaciones individuales por violación de derechos fundamentales de-
bida a la conducta de carácter administrativo de las autoridades públicas,
sino que también desarrolló una dinámica e intensa actividad en cuanto a

74 Cfr. Barrera Graf, Jorge, �La Defensoría de los Derechos universitarios: análisis
legal�, en la obra La Defensoría de los Derechos Universitarios de la UNAM y la institu-
ción del Ombudsman en Suecia, México, UNAM.

75 Cfr. Madrazo Cuéllar, Jorge, Derechos humanos. El nuevo enfoque mexicano, Mé-
xico, Fondo de Cultura Económica, 1993, pp. 50 y 51.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2005. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/kMhp9M



CONCEPTO Y CONTENIDO DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA 183

la promoción, enseñanza, capacitación y divulgación de los propios dere-
chos humanos, así como una profusa labor editorial.76

99. Una de las innovaciones de la organización de la Comisión Nacio-
nal de Derechos Humanos, que se institucionalizó posteriormente en el
ordenamiento mexicano, es la relativa a la creación de un Consejo Consul-
tivo integrado por diez personas de elevada reputación y de diversas orien-
taciones sociales y políticas para asesorar al presidente del citado organis-
mo, y señalar los lineamientos generales de la política que debe seguir la
institución.

100. La extraordinaria e infatigable labor realizada por este organismo
tuvo efectos de gran significado, puesto que dio a conocer la institución
del Ombudsman en su labor de protección de los derechos humanos y,
además inició la formación de una cultura sobre los mismos derechos fun-
damentales que no existía, como lo demuestra el gran número de reclama-
ciones planteadas en los dos primeros años de labor de la propia Comisión.
Una de las consecuencias más significativas fue el establecimiento de un
ambiente propicio para la constitucionalización de este instrumento tutelar
en un plazo muy corto, si tomamos en cuenta su reciente introducción en el
ámbito administrativo.

101. De acuerdo con la reforma constitucional de 7 de enero de 1992,
publicada al día siguiente en el Diario Oficial de la Federación, se adicio-
nó el artículo 102 de la Constitución Federal (que en su primera parte re-
glamenta la Procuraduría General de la República y al ministerio público
federal que está bajo sus órdenes, con un apartado B), en el cual, en esen-
cia estableció que el Congreso de la Unión y las legislaturas de los estados
en el ámbito de sus respectivas competencias deberían crear organismos
de protección de los derechos humanos que otorga el orden jurídico mexi-
cano, los que debían conocer de quejas en contra de actos u omisiones de
naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad que viola-
ran dichos derechos, con excepción del Poder Judicial de la Federación, y
deberían formular recomendaciones públicas autónomas no vinculatorias

76 Cfr. Carpizo, Jorge, Derechos humanos y Ombudsman, 2a. ed., México, Porrúa-
UNAM, 1998, pp. 11-22; �Algunas reflexiones sobre el Ombudsman y los derechos
humanos�, Libro de homenaje al profesor Eduardo Ortiz Ortiz, pp. 523-537; �Algu-
nas semejanzas entre el Ombudsman español y el mexicano�, Revista Latino-Ameri-
cana de Estudios Constitucionais, Belo Horizonte, Del Rey, núm. 3, enero-junio de
2004, pp. 1-33.
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y denuncias y quejas ante las autoridades competentes. Aquí debe hacerse
la aclaración de que existía un error ostensible en este precepto, que se corri-
gió posteriormente, en el sentido de que la autonomía no corresponde a las
citadas recomendaciones, sino a los organismos no jurisdiccionales. Ade-
más en este precepto fundamental se dispuso que los propios organismos
no serían competentes tratándose de asuntos electorales, laborales y juris-
diccionales, y que el organismo que debería establecer el Congreso de la
Unión conocería de las inconformidades que se presentaran en relación
con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equiva-
lentes de las entidades federativas.

102. Este precepto fue reglamentado en el ámbito federal por la Ley de
la Comisión Nacional de Derechos Humanos expedida por el Congreso de la
Unión y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de junio de
1992. El Reglamento de dicha Comisión fue aprobado por su Consejo y
publicado en el propio Diario Oficial de 12 de noviembre del mismo año.77

103. Por otra parte, debe destacarse que la citada reforma constitucional
de 1992 dispuso también que los organismos que debían crear las legislatu-
ras locales de acuerdo con su competencia deberían regularse dentro del
plazo de un año contado a partir de la publicación del decreto respectivo para
cumplir con el mandato fundamental. Por lo que en la actualidad, además de
la Comisión Nacional, funcionan 32 comisiones locales, de las cuales co-
rresponden 31 a los estados más la del Distrito Federal, lo que ha conforma-
do un sistema de gran extensión y uno de los más amplios del mundo.78

104. De acuerdo con la experiencia de estos organismos no jurisdiccio-
nales de tutela de los derechos fundamentales, el citado artículo 102, apar-
tado B, de la carta fundamental, se modificó por reforma publicada el 30

77 Cfr. Rabasa Gamboa, Emilio, Vigencia y efectividad de los derechos humanos en
México. Análisis jurídico de la Ley de la CNDH, México, Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos, 1992, y Armienta Calderón, Gonzalo, El Ombudsman y la protección de
los derechos humanos, México, Porrúa, 1992.

78 Cfr. Madrazo Cuéllar, Jorge, El Ombudsman criollo, México, Comisión Nacional
de Derechos Humanos, 1996; López Chavarría, José Luis y otros, Evolución normativa de
la Comisión Nacional de Derechos Humanos, México, Comisión Nacional de Derechos
Humanos, 1993; García Sánchez, Antonio y otros, Sistema de protección no jurisdiccio-
nal de los derechos humanos, México, Comisión Nacional de Derechos Humanos, 1994;
Roccatti, Mireille, Los derechos humanos y la experiencia del Ombudsman en México,
Toluca, Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, 1995, y Fernández Ruiz,
Jorge, Complilación de leyes de los organismos públicos de protección y defensa de los
derechos humanos, México, Comisión Nacional de Derechos Humanos, 1997.
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de noviembre de 1999. Uno de los propósitos esenciales de dicha reforma
fue otorgar a la Comisión Nacional el carácter de organismo constitucio-
nal autónomo al disponer en la actualidad en su parte conducente, que:
�(�) El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y contaría con autonomía
de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios
(�).� (Las cursivas son del autor).

105. Otro aspecto importante de la reforma consistió en corregir la equi-
vocación del texto original en el sentido del carácter autónomo de las reco-
mendaciones, ya que esta naturaleza debe atribuirse a los organismos no
jurisdiccionales. Además, llevó al texto fundamental el procedimiento de
nombramiento del presidente de la Comisión Nacional y a los diez miem-
bros del Consejo Consultivo. Por lo que respecta al primero, la ley regla-
mentaria anterior disponía en su artículo 10 que el presidente de la Comi-
sión Nacional era propuesto por el Presidente de la República y ratificado
por el Senado, pero el precepto constitucional vigente, dispone que será
designado directamente por las dos terceras partes de los miembros pre-
sentes de la citada Cámara de Senadores por un periodo de cinco años y
con posibilidad de una reelección y el mismo procedimiento se sigue para
el nombramiento de los miembros del Consejo Consultivo, pero de estos
últimos serán sustituidos anualmente los dos de mayor antigüedad en el
cargo, a no ser que sean propuestos y ratificados para un segundo periodo.
Sin embargo, se conservaron las disposiciones relativas a la prohibición de
que los organismos jurisdiccionales se ocupen de asuntos laborales, elec-
torales y jurisdiccionales, y la facultad de la Comisión Nacional de cono-
cer de las inconformidades en relación con las recomendaciones, acuerdos
y omisiones de los organismos equivalentes de las entidades federativas.

106. Durante la vigencia del precepto original del artículo 102, apar-
tado B, de la carta federal los organismos no jurisdiccionales de las enti-
dades federativas, incluyendo el del Distrito Federal,79  siguieron los mis-
mos lineamientos de la Ley de la Comisión Nacional, tanto por lo que se
refiere a su denominación como criterio predominante, pero también en
cuanto a la designación de su titular, que era propuesto por el gobernador
respectivo y ratificado por el Congreso local, pero de manera paulatina

79 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, Comentarios a la Ley de la Comisión de Derechos Hu-
manos del Distrito Federal, 2a. ed., Porrúa, 1996.
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se suprimió la intervención del Jefe del Ejecutivo, y se encomendó direc-
tamente el nombramiento a la propia legislatura, que es el sistema actual-
mente mayoritario.80

VIII. LA TUTELA DE LOS DERECHOS COLECTIVOS Y DE LOS INTERESES

DIFUSOS POR EL DERECHO ADMINISTRATIVO

107. La protección de los derechos colectivos de los administrados se
ha introducido con firmeza en el procedimiento administrativo, debido a
que los grupos sociales y no únicamente sus integrantes individuales, son
afectados cada vez con mayor frecuencia por la conducta de las autorida-
des administrativas, pero dentro de este género es preciso distinguir si la
actividad de la administración pública afecta la esfera jurídica de los gru-
pos sociales organizados, como son, por ejemplo, los sindicatos de obreros
y campesinos, las cámaras y asociaciones empresariales y los colegios pro-
fesionales, ya que la lesión de sus derechos colectivos de carácter gremial
puede ser defendida por sus representantes legales ante las autoridades
administrativas.

108. Pero dentro de este género de derechos colectivos existen otros
que corresponden a sectores sociales no organizados, es decir a personas
individuales que se encuentran dispersas y por ello no pueden ser identifi-
cadas fácilmente. Como ejemplo evidente podemos señalar a los consumi-
dores, a los que son afectados por las alteraciones del medio ambiente; por
las obras de carácter urbanístico o por la destrucción de monumentos his-
tóricos y artísticos, entre otros, y respecto de los cuales más que derechos
subjetivos en sentido estricto, pueden calificarse como intereses difusos o
transpersonales. Se trata de una situación que si bien no es nueva, se acen-
tuó de manera considerable en los años posteriores a la conclusión de la
segunda guerra mundial, debido al desarrollo excepcional de los adelantos
tecnológicos, al progreso industrial y a la globalización económica y cultu-
ral, que por una parte han producido resultados positivos en varios campos
de la vida social, pero también efectos de carácter negativo, y en ocasiones

80 Cfr. Soberanes Fernández, José Luis, Estudio preliminar, al libro que contiene el
texto de las leyes actuales de las comisiones locales compiladas por José Gómez Huerta
Suárez y Eugenio Hurtado Márquez, Marco jurídico de los organismos públicos de pro-
tección y defensa de los derechos humanos en las entidades federativas, México, Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos, 2003.
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en mayor proporción que los primeros, puesto que han dañado seriamente
y lo siguen haciendo, la calidad de vida de los habitantes de nuestro plane-
ta, así como la irregular prestación masiva de servicios públicos, la margi-
nación debido a la sobrepoblación urbana y la constante destrucción del
patrimonio artístico y cultural, entre otros.

109. Como punto de partida podemos intentar una descripción provisio-
nal de los citados intereses difusos, como una especie de los de carácter
colectivo, entendidos como derechos e intereses legítimos que correspon-
den a personas indeterminadas pertenecientes a diversos grupos sociales,
que se encuentran distribuidos en amplios sectores de la sociedad, de ma-
nera que no resulta nada sencillo, y a veces imposible, su identificación
individual, y por ello ha sido necesaria la introducción de instrumentos
jurídicos específicos adecuados para la tutela de los propios intereses, que
se refieren al consumo de bienes y servicios, al deterioro del medio am-
biente, los problemas urbanos y la afectación del patrimonio artístico y
cultural, entre los más importantes.

110. De acuerdo con la doctrina más reciente, se advierte un gran desa-
rrollo de los intereses difusos en relación con la actividad de las autorida-
des administrativas, ya que éstas son las que se encuentran en posibilidad,
en virtud de sus funciones, de lesionar la esfera jurídica de personas inde-
terminadas y no organizadas, en cuanto les corresponde dictar disposicio-
nes reglamentarias, acuerdos generales o autorizaciones particulares para
normar un número creciente de actividades que afectan a dichos sectores
indeterminados, ya que la administración pública posee la atribución de
expedir permisos y licencias para la construcción de edificios públicos y
privados, la reparación de carreteras, avenidas o calles, o la autorización
de actividades mercantiles e industriales, etcétera.

111. Por ello es que con frecuencia se advierten protestas e inconformi-
dades en contra de autoridades administrativas cuando las mismas pueden
lesionar los citados intereses legítimos indeterminados. Se pueden dar ejem-
plos cotidianos y constantes: la licencia para el establecimiento de una
fábrica con alto índice de contaminación o para la construcción de un edi-
ficio de gran altura en una zona residencial; la concesión para vehículos de
transporte público; la autorización para demoler un edificio que se consi-
dera artístico, histórico o de valor cultural, y en esta dirección podrían
multiplicarse los ejemplos.

112. En épocas recientes se han introducido algunos instrumentos jurí-
dicos para favorecer la protección de los intereses difusos, tanto en el pro-
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cedimiento administrativo como en los procesos judiciales en esta materia,
y entre estos mecanismos podemos mencionar la intervención de los afec-
tados en los procedimientos administrativos, a fin de ser escuchados y orien-
tados previa o posteriormente a que se han tomado las medidas generales o
particulares que pueden lesionarlos, para lo cual ha sido necesario modifi-
car las reglas tradicionales de legitimación jurídica con el fin de lograr la
representación de grupos indeterminados y no organizados de personas. A
este respecto hemos mencionado con anterioridad las reglas más flexibles
que han sido introducidas en las leyes de procedimiento administrativo
como la española y la alemana (ver supra párrafos 36-39).

113. En la doctrina destaca la admirable labor de investigación y de pro-
moción realizada por el jurista italiano Mauro Cappelletti, recientemente
desaparecido, quien analizó con profundidad las complejas cuestiones que
plantea la tutela de los mencionados intereses difusos, que también han reci-
bido el nombre de transpersonales, o interpersonales, tanto en el terreno ge-
nérico del llamado acceso a la justicia, es decir en los instrumentos jurídicos
de solución de controversias, como en el estrictamente procesal.81

114. Destacan en este campo dos eventos académicos de particular re-
lieve, efectuados el primero en la ciudad de Pavía, Italia, los días 11 a 12
de junio de 1974, cuyos trabajos se publicaron en el volumen intitulado Le
azioni a tutela di interesse collettivi,82  con acento en el análisis de las
diversas ramas procesales, es decir, en las materias administrativa, civil y
penal; y la segunda reunión académica sobre el tema se realizó en el III
Congreso de la Asociación Internacional de Derecho Comparado efectua-
do en la Universidad de Salerno los días 22-25 de mayo de 1975, cuyas
ponencias fueron publicadas en la obra La tutela degli interessi difussi nel.
diritto comparato, con particulare riguardo alla protezione dell�ambiente
e del consummatori,83 con una perspectiva más amplia. A los estudios an-
teriores debe agregarse la ponencia general intitulada Der Schutz diffuser
kollektiver Interesen in Zivilprozess (La protección de los intereses difu-
sos, fragmentarios y colectivos en el proceso civil), presentada por los pro-

81 Cfr. Cappelletti, Mauro y Garth, Bryant, El acceso a la justicia. La tendencia en el
movimiento mundial para hacer efectivos los derechos, trad. de Mónica Miranda, Méxi-
co, Fondo de Cultura Económica, 1996, y sobre el problema específico de la tutela jurídi-
ca de los intereses difusos, pp. 20 y 21.

82 Padova, Cedam, 1976.
83 Milán, Giuffré, 1976.
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fesores Mauro Cappelletti y Brian Garth. Este trabajo fue publicado en la
obra colectiva editada por Walter J. Habscheid, Effectiver Rechtzchutz
und Verfassubngmässige Ordnung, Effectiviness of Judicial Protection and
Constitutional Order.84

115. Desde un punto de vista muy general, en la jurisprudencia y en la
legislación más relevantes se han establecido tres soluciones esenciales:
a) la primera que se puede calificar de tradicional, confiere al ministerio
público la facultad de promover la defensa procesal de los intereses colec-
tivos de carácter social, que incluyen aquellos que corresponden a sectores
sociales indeterminados; b) el otorgamiento de legitimación a personas o
asociaciones privadas para que puedan acudir al proceso en representación
de intereses o derechos difusos, previa autorización del titular del ministe-
rio público (Attorney General), por conducto de lo que se ha denominado
relator actions, reguladas en los ordenamientos de Inglaterra y de otros
países de la Commonwealth como Australia y Nueva Zelandia; y c) el ac-
ceso directo de las propias personas y asociaciones privadas en represen-
tación de los intereses transpersonales por medio de las llamadas class o
public interest actions, que se han desarrollado particularmente en Estados
Unidos, pero que también han dado lugar a reformas legislativas y evolu-
ción jurisprudencial en varios países de Europa continental.

116. Si bien en América Latina no se han desarrollado con el mismo
vigor los instrumentos jurídicos para la tutela de los citados intereses difu-
sos, recientemente se han elaborado estudios que han tenido repercusión
en la legislación, inclusive a nivel constitucional, y también en la evolu-
ción de la jurisprudencia judicial.85  Se encuentra actualmente en las últi-

84 Bielefeld, Gieseking Verlag, 1984.
85 Cfr. Lozano-Higuero y Pinto, La protección procesal de los intereses difusos, Ma-

drid, 1983; UNAM, 1997; Morello, Mario Augusto, �Legitimación procesal de los cole-
gios profesionales, de las organizaciones de protección de los consumidores y de la de-
fensa de los intereses difusos�, La justicia entre dos épocas, La Plata, Editora Platense,
1983, pp. 181-206; Fix-Zamudio, Héctor, �Ejercicio de las garantías constitucionales so-
bre la eficacia del proceso�, Latinoamérica: Constitución, proceso y derechos humanos,
México, Miguel Ángel Porrúa-Unión de Universidades de América Latina, 1988, pp. 488-
493; Lujosa Vadel, Lorenzo Mateo, La protección jurisdiccional de los intereses de gru-
po, Barcelona, José María Bosch Editor, 1995; Fernández Segado, Francisco, �La
dinamización de los mecanismos de garantía de los derechos y de los intereses difusos en
el Estado Social�, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, núm. 83, mayo-agosto de
1995, pp. 582-597; Tamayo y Salmorán, Rolando, �Class Action. Una solución al proble-
ma de acceso a la justicia�, en Boletín Mexicano de Derecho Comparado, núm. 58, enero-
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mas etapas de su redacción y aprobación un Código Modelo de Procesos
Colectivos, entre los cuales se encuentran los instrumentos protectores de
los citados intereses difusos. Este ordenamiento fue elaborado por una co-
misión designada por el Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal, y
la última revisión del mismo se efectuó en las XIX Jornadas Iberoamerica-
nas de Derecho Procesal efectuadas en la ciudad de Caracas, Venezuela,
en octubre de 2004. En el artículo 1o., fracción I, de este proyecto, se
establece al respecto:

�La acción colectiva será ejercida para la tutela de: I. Intereses o derechos
difusos, así entendidos los supraindividuales, de naturaleza indivisible, de
que sea titular un grupo, categoría o clase de personas ligadas por circuns-
tancias de hecho o vinculadas entre sí o con la parte contraria, por una
relación jurídica base (�).� (Las cursivas son del autor).

117. En relación con los mismos ordenamientos latinoamericanos debe-
mos destacar que algunos de ellos han establecido instrumentos procesales
para proteger los mencionados intereses difusos. En primer lugar en el
artículo 5o., fracción LXXIII, de la Constitución brasileña de 1988, pre-
cepto que ya había sido introducido por las cartas federales de 1946 y
1967, reglamentada por la Ley 4717 de 29 de junio de 1965, todavía en
vigor, que amplió la esfera de las normas fundamentales para comprender
la tutela de lo intereses difusos de los sectores sociales no organizados. El
texto vigente, el cual recoge la evolución que propició la ley reglamentaria
de 1955, dispone:

Cualquier ciudadano es parte legítima para proponer acción popular que
pretende anular un acto lesivo para el patrimonio público o de una entidad
en que el Estado participe, para la moralidad administrativa, para el medio
ambiente o para el patrimonio histórico y cultural, quedando las costas a
cargo del actor, salvo las de carácter procesal al vencido.86

abril de 1987, pp. 147-155; Gidi, Antonio, Cosa julgada e litispendencia en acoes coletivas,
Sao Paulo, Editora Saraiva, 1995; la obra colectiva coordinada por Eduardo Ferrer Mac-
Gregor y Antonio Gidi, La tutela de los derechos difusos, colectivos e individuales en una
perspectiva comparada, México, Porrúa, 2003; la obra coordinada por José Ovalle Favela,
Las acciones para la tutela de los intereses colectivo o de grupo, México, UNAM, 2004.

86 Cfr. Barbosa de Campos Filho, Paulo, Accao popular constitucional, Sao Paulo,
Edicao Saravia, 1968; Barbosa Moreira, José Carlos, �Legitimación para la defensa de
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118. La Constitución colombiana de 1991 regula la acción popular de
manera más amplia en su artículo 88, según el cual:

La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e
intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguri-
dad y la salubridad públicos, la moralidad administrativa, el ambiente, la
libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen
en ella. También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados
a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes ac-
ciones particulares.87

119. Aun cuando no corresponde a este sector de las acciones colecti-
vas, el artículo 43 de la Constitución argentina reformada en agosto de
1994, recogió esta evolución sobre la tutela de los intereses o derechos
difusos, pero en lugar de encomendarlo a un procedimiento específico,
encomendó dicha protección expresamente a la acción de amparo, y si
bien no se legitima a cualquier persona, la posibilidad de interponerlo se
extiende de manera considerable, puesto que puede promoverlo el Defen-
sor del Pueblo (Ombudsman), así como las asociaciones de defensa de
derechos colectivos. Por ello la doctrina considera que ha creado un ampa-
ro colectivo. 88  En efecto, el segundo párrafo de dicho precepto establece
con claridad:

(�) Podrán interponer esta acción (de amparo), contra cualquier forma de
discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen el ambiente, a
la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de
incidencia colectiva en general, el afectado, el Defensor del Pueblo, y las

los intereses difusos�, en la obra Congreso Nacional de Derecho Procesal, La Plata,
1981, t. II, pp. 12140-188; Neves, Celso, �Legitimacao processual e a nova Constituicao�,
en Revista de Processo, núm. 54, octubre-diciembre de 1989, pp. 1-40; Silva, José Afonso
da, Curso de Direito Constitucional Positivo, 23a. ed., Sao Paulo, Malheiros Editores,
2003, pp. 400-408.

87 Cfr. Sáchica, Luis Carlos, Nuevo derecho constitucional colombiano, 10a. ed., Santa
Fe de Bogotá, Temis, 1992, pp. 213-222.

88 Cfr. Gozaíni Osvaldo A., El derecho de amparo. Los nuevos derechos y garantías
del artículo 43 de la Constitución Nacional, 2a. ed., Buenos Aires, Depalma, 1998, pp.
86-100; Natale, Alberto, Comentarios sobre la Constitución. La reforma de 1994, Bue-
nos Aires, Depalma, 1995, pp. 66-69.
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asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la
que determinará los requisitos y formas de su organización. (Las cursivas
son del autor).89

120. Sobre esta materia, el artículo 38 de la Constitución Paraguaya de
1992, dispone al respecto:

Del derecho a la defensa de los intereses difusos. Toda persona tiene dere-
cho individual o colectivamente, a reclamar a las autoridades públicas me-
didas para la defensa del ambiente, de la integridad del hábitat, de la salu-
bridad pública, del acervo cultural nacional, de los intereses del consumidor
y de otros que por su naturaleza jurídica pertenezcan a la comunidad y
hagan relación con la calidad de la vida y con el patrimonio colectivo.

121. En cuanto al ordenamiento mexicano todavía no se establecen ins-
trumentos jurídicos para la tutela de tales intereses difusos o transpersonales,
si bien se observan algunos pequeños avances jurisprudenciales todavía
no consolidados en este sentido en relación con la posibilidad de utilizar el
juicio de amparo como vía para la defensa de estos intereses, si bien existe
el obstáculo del criterio tradicional de la propia jurisprudencia sobre la
exigencia del interés actual, personal y directo para interponer el propio
amparo.90

122. A fin de superar esta restricción actual en la concepción del interés
jurídico y de la legitimación en la interposición de nuestro juicio de ampa-
ro, en el proyecto de la nueva Ley de Amparo aprobado por el Pleno de la
Suprema Corte de Justicia en mayo de 2001 y que hasta el año de 2004 fue
presentado como iniciativa ante el Congreso de la Unión por un grupo de

89 Cfr. Sobre la legitimación en el derecho de amparo respecto de la tutela de los
intereses difusos, Cfr. Gozaíni, Osvaldo Alfredo, Derecho procesal constitucional. Am-
paro, Buenos Aires, Rubinzal-Culzoni, Editores, 2002, pp. 340-377.

90 Sobre la posibilidad de que nuestro derecho de amparo pueda utilizarse para la
tutela de tales intereses de grupos indeterminados y en general de los intereses colectivos,
pueden señalarse algunos estudios doctrinales, entre ellos, Cabrera Acevedo, Lucio, El
amparo colectivo protector del derecho al ambiente y de otros derechos humanos, Méxi-
co, Porrúa, 2000; Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, �Pasado y posible futuro del amparo co-
lectivo� y �El acceso a la justicia de los intereses de grupo (Hacia un juicio de amparo
colectivo en México)�, los dos publicados en la obra coordinada por el mismo Eduardo
Ferrer Mac-Gregor, Derecho procesal constitucional, 4a. ed., México, Porrúa, 2003, t. I,
pp. 629-637 y 723-743, respectivamente.
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miembros del Senado, entre otras innovaciones, se propone una nueva re-
dacción del artículo 4o., fracción I, del citado proyecto, con el objeto de
modificar el criterio tradicional que hemos mencionado en el párrafo ante-
rior, para introducir la noción del interés legítimo plenamente desarrollada
en nuestra época, en particular en el derecho administrativo, la que esta-
blece una fase intermedia entre el interés simple que fundamenta la acción
popular y el derecho subjetivo, que requiere de una violación actual y di-
recta.91  Es bastante difícil precisar un concepto abierto como el de interés
legítimo, el que debe ser precisado por la jurisprudencia, como ha ocurrido
en otros ordenamientos en los cuales se ha consagrado, pero con el mismo
se modernizará nuestro derecho de amparo, ya que con esta institución se
puede proteger un sector importante de los derechos colectivos y no exclu-
sivamente los de carácter gremial como sucede actualmente, sino también
los de los grupos no organizados y en general de aquellos que no pueden
alegar la violación de derechos subjetivos, sino de situaciones jurídicas
que los favorecen o los afectan.92

123. Pero no sólo es importante establecer mecanismos estrictamente
procesales para tutelar los intereses difusos o transpersonales en la juris-
dicción administrativa, sino también hacerlo dentro de los procedimien-
tos que se siguen ante la administración activa, ya que dentro de los mis-
mos, que son los más inmediatos deben contarse con instrumentos para
proteger jurídicamente a los administrados que pertenecen a sectores so-
ciales indeterminados. Ya hemos señalado (ver supra párrafos 36-39),
que estos instrumentos se han establecido en algunas leyes de procedi-
miento administrativo.

124. En el ordenamiento mexicano existe un comienzo de protección a
los intereses colectivos, al menos en la Ley de Procedimiento Adminis-

91 Este precepto del proyecto dispone en lo conducente: �Artículo 4o. Son partes en el
juicio de amparo: I. El quejoso, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho
o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que se alegue que el acto reclama-
do viola las garantías o los derechos previstos en el artículo primero (de dicha Ley Regla-
mentaria) y con ello se afecta su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de
su especial situación jurídica frente al orden jurídico. Tratándose de actos o resoluciones
provenientes de autoridades judiciales, administrativas o del trabajo, el quejoso deberá
aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa�.
(Las cursivas son nuestras).

92 Cfr. Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo, Hacia una nueva Ley de Amparo, México,
Porrúa-UNAM, 2004, pp. 55-64.
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trativo del Distrito Federal de diciembre de 1995 (ya que la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo no establece ninguna regla sobre legi-
timación de los particulares), cuyo artículo 2o., fracción XIII, además
del tradicional derecho subjetivo, también admite el interés legítimo, res-
pecto del cual señala que es el derecho de los particulares vinculado el
interés público y protegido por el orden jurídico, que les confiere la facul-
tad para activar la actuación pública administrativa, respecto de alguna
pretensión particular. Pero en la práctica no parece que exista una com-
prensión del alcance del propio interés jurídico, pues como lo señala el
notable jurista español Jesús González Pérez, tendrán condición de intere-
sados todos los afectados que se encuentren en la misma situación jurídi-
ca, en el momento mismo en que se inicie el procedimiento, con indepen-
dencia de que se hubiesen apersonado en el mismo, y por tanto aún no
habiéndose incoado frente a ellas, tendrán dicha condición a lo largo de la
tramitación en el momento en que comparezcan, y por ello, el mismo autor
señala que la ley deberá articular medios eficaces de publicada que les
permita conocer a las personas afectadas la existencia del citado procedi-
miento, en aplicación de los principios generales relativas al interés legíti-
mo de los administrados en condiciones similares.93

125. No obstante el avance anterior cuyos alcances no han sido entendi-
dos plenamente por las autoridades administrativas mexicanas, sería con-
veniente regular de manera expresa la tutela de los intereses colectivos y
especialmente los de carácter difuso en la esfera del procedimiento admi-
nistrativo, como se propuso en el artículo 16 del Proyecto de Ley del Pro-
cedimiento Administrativo para el Distrito Federal, elaborado por el Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y publicado en mayo de
1991 por la Coordinación Jurídica del Departamento del propio Distrito
Federal, pero que desafortunadamente no se tomó en consideración en la
Ley vigente de diciembre de 1995. Consideramos conveniente, por su sig-
nificado, transcribir el citado precepto del mencionado Proyecto:

Intereses difusos. También podrán participar en el procedimiento adminis-
trativo, el ministerio público como representante social, las asociaciones e
instituciones legalmente constituidas para la defensa de los intereses de
cualquier persona o un número indeterminado de ellas, con relación al

93 Cfr. Procedimiento administrativo federal, cit. supra, nota 18, pp. 72-74.
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medio ambiente, prestación de servicios públicos, patrimonio artístico y
cultural u otras cuestiones similares y de interés general. (Las cursivas son
del autor).

IX. LA JURISDICCIÓN Y LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS

126. Con anterioridad se hizo el intento de delimitar las nociones que en
ocasiones se confunden de justicia y jurisdicción administrativas, y se es-
tableció que la justicia es el género y la jurisdicción una de sus modalida-
des o sectores más importantes (ver supra párrafo 21). En esta ocasión y
para el solo efecto de contar con un apoyo conceptual que nos permita un
punto de partida, se intentará establecer un concepto descriptivo de la fun-
ción jurisdiccional, sin desconocer que la misma ha sido objeto de debates
apasionados y apasionantes, de numerosas teorías y existe una falta de
consenso entre los tratadistas tanto de derecho constitucional como entre
los cultivadores del proceso, como lo demuestra el penetrante estudio del
distinguido procesalista español Niceto Alcalá-Zamora y Castillo.94

127. En tal virtud y por conducto de esta noción aproximada y provisio-
nal, se puede afirmar que desde un punto de vista genérico, la jurisdicción
es la función pública que tiene por objeto resolver las controversias jurídi-
cas que se plantean entre dos partes contrapuestas y que deben someterse
al conocimiento de un órgano público, el juzgador, quien decide dichas
controversias de manera imperativa y en una posición imparcial.95

128. La jurisdicción administrativa constituye un sector de esta función
esencial de Estado contemporáneo, como un aspecto especializado de la
misma por razón de la materia y con independencia del órgano público que
ejerce la propia función, ya que debe partirse de un concepto que no sea
puramente formal, puesto que en la realidad son numerosos los organis-
mos que realizan esta actividad jurisdiccional, algunos pertenecientes a la
esfera de la administración activa, centralizada o descentralizada, y otros
están estructurados como verdaderos tribunales, ya sea que formen o no
parte del poder judicial. Inclusive en relación con los tribunales judiciales

94 Cfr. �Notas relativas al concepto de jurisdicción�, Estudios de teoría general e
historia del proceso (1945-1971), México, UNAM, 1974, t. I, pp. 60-92.

95 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, �Función del poder judicial en las Constituciones lati-
noamericanas�, en el volumen del mismo nombre, México, UNAM, 1977, p. 13.
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es preciso distinguir entre los que poseen un carácter especializado y que
un sector califica en cuanto a sus funciones como jurisdicción y proceso
de lo contencioso administrativo.96

129. Como la doctrina, la legislación y la jurisprudencia son muy abun-
dantes y su análisis requeriría de una extensión mucho más amplia de la
que disponemos, ya que no pretendemos abordar el tema de la jurisdicción
y del proceso administrativo, sino exclusivamente proporcionar una breve
descripción de los mismos como un sector de la justicia administrativa.
Para este efecto podemos examinar brevemente dos aspectos de esta mate-
ria: a) organismos jurisdiccionales administrativos; b) extensión de sus
atribuciones.

130. a) Existen varios sistemas de organización y competencia de los
citados organismos jurisdiccionales administrativos. En primer lugar po-
demos señalar la tradición angloamericana, de acuerdo con la cual y en
principio, las controversias administrativas se someten al conocimiento de
los tribunales ordinarios,97  y que se pueda calificar de judicialista, pero
con posterioridad a la Primera Guerra Mundial surgieron algunos organis-

96 Cfr. González Pérez, Jesús, Manual de derecho procesal administrativo, Madrid,
Editorial Civitas, 1990, pp. 86-88; García de Enterría, Eduardo y Fernández, Tomás Ra-
món, Curso de derecho administrativo, cit. supra, nota 17, t. II, pp. 506-520. Por su parte
Alcalá-Zamora y Castillo, Niceto, �Proceso administrativo�, Estudios procesales, Ma-
drid, Tecnos, 1975, pp. 455 y ss., sostuvo que la expresión �contencioso administrativo�
no es la correcta, ya que proviene de la tradición francesa, sino que debe utilizarse la
expresión proceso administrativo.

97 Cfr. Abraham, Henry J., The Judicial Process. An Introductory Analysis of the Courts
of the United Satates, England and France, 5a. ed., Nueva York, Oxford University Press,
1985, pp. 149-159, analiza los tribunales especializados en el ámbito general, la mayoría
de ellos de carácter administrativo, tales como como la Customs Court (actualmente Court
of International Trade); the Tax Court; Court of Customs and Patent Appeals, the Court of
Claims, etcétera.

98 Por lo que respecta al derecho británico, con posterioridad a la primera posguerra y
con mayor razón en la segunda, debido al crecimiento del llamado Welfare State, se crea-
ron tribunales especializados en materia administrativa para conocer de las impugnacio-
nes de determinados organismos de la administración pública, que en general se conocen
como statutory tribunals, para distinguirlos de la jurisdicción ordinaria. Cfr. Pollard, Da-
vid, Parpworth, Neil y Hughes, David, Constitutional and Administrative Law. Text and
Materials, Londres-Edimburgo-Dublín, 1997, pp. 521-525; Williams, D. G. T., �Droit
Administratif�, en la obra dirigida por Jolowicz, J. A, Droit Anglais, París, Dalloz, 1986,
pp. 516-538.
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mos y tribunales especializados que resuelven los conflictos de los parti-
culares con las autoridades administrativas.98

131. b) Durante la Revolución Francesa se estableció un régimen pecu-
liar, ya que la ley judicial de 16-24 de agosto de 1790, prohibió a los jueces
ordinarios conocer de los conflictos de carácter administrativo, y para de-
cidirlos estableció un organismo jurisdiccional pero dentro de la esfera de
la administración con la denominación de Consejo de Estado, que con el
tiempo adquirió una gran independencia y extendió progresivamente sus
facultades, en un principio restringidas.99

132. Sin embargo, la progresiva acumulación de asuntos en la sección
contenciosa del Consejo de Estado hizo necesarias varias reformas sucesi-
vas para resolver este problema. La primera se realizó el 30 de septiembre
de 1953, con el objeto de reemplazar a los consejos de prefectura y jue-
ces de atribución por jueces administrativos de primera instancia, de tal
manera que el Consejo de Estado conservó únicamente una jurisdicción en
primera y última instancia en los asuntos expresamente establecidos en di-
cho ordenamiento. Posteriormente se expidió el Código de Tribunales de
lo Contencioso Administrativo por decretos de 13 y 18 de julio de 1973, y
el primero de agosto de 1975 el reglamento sobre la organización y funcio-
namiento del Consejo de Estado. Finalmente, el 31 de enero de 1987 se
realizó una modificación sustancial, de acuerdo con la cual, además de
los tribunales de primera instancia se crearon tribunales administrativos
de apelación, de carácter interregional, y se redujo de manera considera-
ble la competencia del Consejo de Estado, el cual sólo puede conocer de
asuntos determinados y especialmente del recurso de casación de última
instancia.100

133. c) Un tercer régimen de organización judicial administrativa, es la
que encomienda a tribunales especializados, dentro de la jurisdicción or-
dinaria, el conocimiento y resolución de los conflictos de naturaleza ad-
ministrativa, que a su vez tiene dos modalidades. La primera y más exten-

99 Cfr. la obra colectiva La dualité de juridictions en France et a l�étranger. Bicente-
naire de la loi des 16-24 aout 1790, París, Sirey, 1990.

100 Cfr. Vázquez Alfaro, José Luis, Evolución y perspectiva de los órganos de jurisdic-
ción administrativa en el ordenamiento mexicano, México, UNAM, 1991, pp. 43-47; Poujad,
Bernard, Textes de contentieux administratif, París, Presses Universitaires de France, 1991;
sobre la crisis del paradigma francés de jurisdicción administrativa, García de Enterría,
Eduardo, Hacia una nueva justicia administrativa, cit. supra, nota 9, pp. 72-95.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2005. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/kMhp9M



198 HÉCTOR FIX-ZAMUDIO

dida es la que confiere a ciertos organismos jurisdiccionales de diversa
jerarquía el conocimiento de dichas controversias, pero se culmina en un
único tribunal supremo, con varias salas, una de ellas especializada en di-
cha materia, y como ejemplo podemos señalar la jurisdicción contencioso-
administrativa española, con fundamento en la Ley de la Jurisdicción de lo
Contencioso Administrativo de 1998, en la que existen en un primer grado
juzgados de lo contencioso administrativo unipersonales para ciertos con-
flictos, cuyas resoluciones pueden ser impugnadas ante la Sala de lo conten-
cioso administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia de las Co-
munidades Autónomas. Otro tipo de asuntos de carácter central, se someten
al conocimiento de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audien-
cia Nacional y, finalmente, la culminación para la decisión de los recursos
extraordinario de casación, excepcional de revisión así como algunas cues-
tiones especiales, decide definitivamente, la Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo del Tribunal Supremo, sin perjuicio de cuando se presentan cues-
tiones de constitucionalidad, se acuda por medio del recurso de amparo
ante el Tribunal Constitucional, pero todo ello dentro del principio de uni-
dad de jurisdicción.101

134. d) Otro modelo se encuentra en el ordenamiento alemán, en el cual
se sigue el diverso principio de pluralidad de jurisdicciones (cinco en total),
pero todas ellas situadas en el poder judicial, dentro del cual se han estable-
cido tribunales administrativos de las entidades federativas (Länder), en las
cuales también pueden crearse organismos jurisdiccionales de apelación, pero
la decisión final corresponde al Tribunal Federal Administrativo que reside
en la ciudad de Berlín,102  sin perjuicio de que se presente una cuestión
de inconstitucionalidad, la que debe plantearse ante el Tribunal Federal Cons-
titucional por conducto de la queja constitucional (Verfassungsbeschwerde,
que se ha traducido al castellano como recurso de amparo).103

101 Cfr. González Pérez, Jesús, Comentarios a la Ley de la Jurisdicción de lo Conten-
cioso Administrativo, 3a. ed., Madrid, Civitas, t. I, pp. 359-384.

102 El artículo 94 de la ley fundamental regula cinco órdenes de jurisdicción, cada uno
encabezado por un Tribunal Supremo, éstas son la calificada de ordinaria para asuntos
civiles y penales; la de carácter laboral; la administrativa; la social y la financiera. Cfr.
Auterxier, Christian, �La dualité du droit aplicable a l�administration et la pluralité de
juridictions en matiere administrative en Allemagne�, la obra citada en la nota 99, pp.
177-182.

103 Cfr. González-Varas Ibáñez, Santiago J., La jurisdicción contencioso-administra-
tiva en Alemania, Madrid, Civitas, 1993.
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135. Por lo que respecta a América Latina la organización y funciona-
miento de los tribunales administrativos es muy variada, pues se adoptan
varios de los modelos que hemos señalado, pero en general predomina la
tendencia de su encuadramiento dentro del poder judicial, pero con diver-
sos matices y modalidades. El único ordenamiento que sigue el paradigma
francés es Colombia, que desde hace bastante tiempo separó la jurisdic-
ción administrativa del poder judicial y estableció el Consejo de Estado
como el tribunal especializado para resolver controversias de carácter ad-
ministrativo así como algunas cuestiones de inconstitucionalidad. De acuer-
do con lo dispuesto por la vigente Constitución de 1991, que separa la
jurisdicción ordinaria de la contencioso administrativa, atribuye al Conse-
jo de Estado desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo conten-
cioso administrativo y para conocer de las acciones de nulidad por incons-
titucionalidad de los decretos dictados por el gobierno nacional, cuya
competencia no corresponda a la Corte Constitucional.104  No pretendemos
hacer un examen de esta regulación tan compleja, por lo que nos limita-
mos a señalarla.105

136. Por lo que respecta al ordenamiento mexicano sólo nos concreta-
mos a una breve referencia, en el sentido de que desde el punto de vista
histórico desde la época de la Colonia hasta la Constitución de 1857 se
adoptó el sistema que hemos calificado como judicialista, es decir, que las
controversias administrativas eran reducidas por el escaso desarrollo de la
administración pública. Se puede señalar que en el artículo 97, fracción I,
de la propia carta federal de 1857 otorgó competencia a los tribunales fede-
rales para conocer de las controversias suscitadas sobre el cumplimiento y
aplicación de las leyes federales, precepto que la doctrina y la jurispruden-
cia de la época consideraron como el fundamento constitucional a fin de
los propios tribunales federales conocieran de los conflictos entre los ad-

104 Cfr. Santofimio, Jaime Orlando, Derecho administrativo. Acto Administrativo.
Procedimiento. Eficacia y validez, 3a. ed., Bogotá, Universidad Externado de Colombia,
1998�, t. II, capítulo octavo, �Control jurisdiccional de la actividad administrativa�, pp.
417-593.

105 Cfr. Dos obras importantes para tener un panorama de esta cuestión, son las si-
guientes: González Pérez, Jesús, Derecho procesal administrativo hispanomexicano,
Bogotá, Temis, 1985, y la coordinada por Alfonso Nava Negrete, Rodolfo Vega Hernández
y Ramón Robles Ordóñez, Justicia administrativa en México y en Iberoamérica, Querétaro,
México, Fundación Universitaria de Derecho, Administración y Política-Colegio de Se-
cretarios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2002.
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ministrados y la administración pública federal, los que fueron regulados
por los Códigos Federales de Procedimientos Civiles de 1897 y 1908, y un
criterio similar se siguió en las entidades federativas, de acuerdo con sus
respectivos Códigos de Procedimientos Civiles.

137. Una orientación semejante se consagró en el texto original del
artículo 104, fracción I, de la Constitución vigente de 5 de febrero de
1917, que en materia administrativa fue regulada por las Leyes Orgáni-
cas del Poder Judicial de la Federación de 1918, 1934 y 1936, que sirvie-
ron de apoyo al establecimiento en las leyes administrativas especiales
de los llamados juicios de oposición, que eran procesos ordinarios admi-
nistrativos ante los tribunales federales, pero de manera paulatina dichos
procesos fueron suprimidos, y en su lugar se introdujeron algunos órga-
nos de jurisdicción retenida, especialmente en materia fiscal, entre 1924
y 1929.

138. El desarrollo anterior preparó el terreno para la transformación
esencial que significó la promulgación de la Ley de Justicia Fiscal de 27
de agosto de 1936, ordenamiento que creó el Tribunal Fiscal de la Federa-
ción y por ello insertó dentro del sistema tradicional de carácter judicialista,
elementos de lo contencioso administrativo de carácter continental euro-
peo, y más específicamente francés (ver supra párrafos 1341-132). De acuer-
do con sus primeras leyes orgánicas, dicho tribunal fiscal funcionó como
tribunal de jurisdicción delegada, ya que dictaba sus fallos en representa-
ción del Ejecutivo Federal, aun cuando sería independiente de la Secreta-
ría de Hacienda y cualquier otra autoridad administrativa.

139. De manera paulatina la competencia de dicho tribunal fiscal se
amplió para comprender la resolución de otras controversias que no eran
estrictamente fiscales y posteriormente asuntos ya claramente diversos
en el campo de la materia administrativa, pero, además, en la Ley Orgáni-
ca de dicho tribunal, que entró en vigor en agosto de 1967, le otorgó plena
autonomía para dictar sus fallos, disposición que se elevó a nivel constitu-
cional en la reforma judicial del artículo 104, fracción I, de la Constitución
Federal que entró en vigor en octubre de 1968, en la cual se dispuso:

Las leyes federales podrán instituir tribunales de lo contencioso adminis-
trativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, que tengan a su
cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración
pública federal o del Distrito Federal y los particulares, estableciendo las
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normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los
recursos contra sus resoluciones (�). (Las cursivas son del autor).106

140. Una nueva etapa en la organización y funcionamiento del citado
Tribunal Fiscal se produjo con motivo de las reformas, principalmente en
1981 y 1982 a su Ley Orgánica de 1978, para descentralizar su funciona-
miento, al establecerse una Sala Superior y varias Salas regionales distri-
buidas en todo el territorio nacional, y dicha descentralización se continuó
con la Ley Orgánica de 15 de diciembre de 1995. Finalmente, este ordena-
miento fue modificado por las reformas publicadas el 31 de diciembre de
2000, por las cuales se cambió el nombre tradicional y se le confirió el
actual de Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al que se
otorgó una competencia genérica para resolver las controversias adminis-
trativas federales, con la equivalencia de los tribunales de lo contencioso
administrativo de otros ordenamientos, e inclusive en las legislaciones lo-
cales mexicanas sobre la materia.107

141. Dentro de los organismos jurisdiccionales administrativos deben
comprenderse en la actualidad también a los Tribunales Federales Agra-
rios, los cuales se introdujeron en el ordenamiento mexicano en la reforma
al artículo 27, fracción XIX de la carta federal, por decreto legislativo pu-
blicado el 6 de enero de 1992.108  Con anterioridad los conflictos respecti-

106 Este precepto fue trasladado posteriormente, por reforma de 10 de agosto de 1987
y de acuerdo con una mejor técnica legislativa, al artículo 73, sobre las facultades legisla-
tivas del Congreso de la Unión, fracción XXIX-H.

107 Cfr. la bibliografía es muy amplia, por lo que únicamente citaremos algunos estu-
dios básicos: Fix-Zamudio, Héctor, �Los tribunales administrativos en el ordenamiento
mexicano�, en la obra La protección jurídica del ciudadano (Procedimiento administra-
tivo y garantía jurisdiccional). Estudios en homenaje al profesor Jesús González Pérez,
Madrid, Civitas, t. II, pp. 2515-2532; Vázquez Alfaro, José Luis, Evolución y perspectiva
de los órganos de jurisdicción administrativa en el ordenamiento mexicano, cit. supra,
nota 100, pp. 163-193; González Pérez, Jesús, Derecho procesal administrativo mexica-
no, 2a. ed., con la colaboración de José Luis Vázquez Alfaro, México, Porrúa-UNAM,
1997.

108 Dicho precepto dispone en su parte conducente: �(�) Son de jurisdicción federal
todas las cuestiones que por límites de terrenos ejidales y comunales, cualquiera que sea
el origen de éstos, se hallen pendientes o se susciten entre dos o más núcleos de pobla-
ción, así como las relacionadas con la tenencia de la tierra de los ejidos y comunidades.
Para estos efectos, y en general para la administración de justicia agraria, la ley institui-
rá tribunales dotados de autonomía y plena jurisdicción, integrados por magistrados
propuestos por el Ejecutivo Federal y designados por la Cámara de Senadores, y en
los recesos de ésta, por la Comisión Permanente (�).� (Las cursivas son del autor).
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vos eran resueltos en primera instancia por las autoridades federales agra-
rias, y en segunda por un órgano de justicia retenida denominado Cuerpo
Consultivo Agrario, integrado por abogados e ingenieros agrícolas, cuyas
decisiones eran suscritas por el Jefe del Ejecutivo Federal, o en ocasiones
por el secretario de la Reforma Agraria. Estas resoluciones podían ser im-
pugnadas por medio del amparo de doble instancia ante los jueces de Dis-
trito, y el segundo grado ante la segunda Sala (administrativa), de la Su-
prema Corte de Justicia.109

142. Este régimen de solución de conflictos agrarios era insatisfactorio,
por lo que siguió el ejemplo de varias legislaciones latinoamericana que
establecieron tribunales especializados en materia agraria como Bolivia
(1952); Chile (1967); Perú (1969); Venezuela (1976); Costa Rica (1982), y
Colombia (1989);110  y por ello se introdujeron estos organismos jurisdiccio-
nales para conocer de los conflictos agrarios en la citada reforma constitu-
cional de 1992 y reglamentados por las leyes Agraria y Orgánica de los
Tribunales Agrarios, ambas publicadas el 26 de febrero del citado año de
1992. El primer ordenamiento contiene las disposiciones sustantivas y las
adjetivas en esta materia, estas últimas reguladas por el Título Décimo inti-
tulado De la Justicia Agraria, y que puede considerarse como un código
procesal agrario, debido a su extensión (seis capítulos, artículos 63-234). La
segunda ley regula la estructura y funcionamiento de dichos tribunales.

143. Los referidos organismos jurisdiccionales, que están dotados de
plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos se integran por un
Tribunal Superior Agrario y por tribunales agrarios de carácter regional.
El primero se compone de cinco magistrados numerarios y uno supernu-
merario. Entre los primeros se elige al presidente que dura en su encargo
tres años y puede ser reelecto. Los tribunales regionales agrarios, distribui-
dos en los distritos que fije el Tribunal Superior, se integran por un magis-
trado titular y para suplirlos también renombran los supernumerarios que
se consideren necesarios (artículos 1o. a 5o. de la Ley Orgánica).111

109 Cfr. Chávez Padrón, Martha, El proceso social agrario y sus procedimientos, Mé-
xico, Porrúa, 1971; Ponce de León Armenta, Luis M., Derecho procesal agrario, Méxi-
co, Trillas, 1988.

110 Cfr. Zeledón, Ricardo, Proceso agrario comparado de América Latina, San José,
Costa Rica, Lehman, 1982.

111 Sobre los tribunales agrarios establecidos en 1992, Cfr. García Ramírez, Sergio,
Elementos de derecho procesal agrario, México, Porrúa, 1993; La justicia agraria, Mé-
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144. Por lo que respecta a las entidades federativas, en algunas de ellas
se establecieron primeramente tribunales fiscales de acuerdo con el mode-
lo federal, pero a partir del establecimiento del Tribunal de lo Contencioso
Administrativo del Distrito Federal, con apoyo en la reforma constitucio-
nal de 1968 (ver supra párrafo 139), cuya primera Ley Orgánica fue expe-
dida en 1971, con varias reformas posteriores, y que fue sustituida por la
actual de diciembre de 1995, se expidieron, de manera creciente ordena-
mientos en varias entidades federativas para establecer tribunales de lo
contencioso administrativo de carácter local, con apoyo en lo establecido
por lo dispuesto por el actual artículo 116, fracción V, de la carta federal,
modificado el 17 de marzo de 1987, el cual dispone:

Las Constituciones y leyes de los estados podrán instituir Tribunales de lo
Contencioso Administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus
fallos, que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten en-
tre la administración pública estatal y los particulares, estableciendo las
normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los
recursos contra sus resoluciones (�). (Las cursivas son del autor).

145. Actualmente existen organismos jurisdiccionales especializados en
materia administrativa en diecinueve entidades federativas, incluyendo el
modelo del tribunal distrital al cual hicimos referencia en el párrafo ante-
rior. Por tanto, haremos una breve mención de los otros dieciocho organis-
mos jurisdiccionales locales: 1. Tribunal de lo Contencioso Administrati-
vo del Estado de México creado por la Ley de Justicia Administrativa de
26 de diciembre de 1958. 2. Tribunal de lo Contencioso Administrativo
del Estado de Jalisco promulgada el 19 de diciembre de 1983, inicialmen-
te en la esfera del Ejecutivo local, sin embargo una reforma posterior lo
incluyó dentro del ámbito del Poder Judicial del Estado bajo el nombre
Tribunal de lo Administrativo de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder
Judicial del Estado de Jalisco publicada el primero de julio de 1997. La
tramitación está regulada por la Ley de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo de 11 de enero de 1984. 3. Tribunal de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Estado de Guanajuato, creado por la Ley de Justicia Administra-
tiva publicada el 24 de septiembre de 1985. En la actualidad la organización

xico, 1995; Ponce de León Armenta, Luis, La nueva jurisprudencia agraria sistema-
tizada, 3a. ed., México, Porrúa, 1998.
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y el procedimiento de dicho organismo jurisdiccional están reunidas en el
texto de la Ley de Justicia Administrativa promulgada el 5 de noviembre
de 1998. 4. Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de So-
nora creado por la Ley Orgánica del Tribunal publicada el 26 de enero de
1977 y regido actualmente por la ley vigente aprobada por la Legislatura
del estado el 17 de junio de 1999.

146. 5. Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Sono-
ra, creado por la Ley Orgánica del Tribunal publicada el 26 de enero de
1977 y regido actualmente por la vigente ley aprobada por la legislatura
del estado el 7 de junio de 1999. 6. Tribunal de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Estado de Guerrero, establecido por la Ley de Justicia Admi-
nistrativa la del Tribunal de 7 de junio de 1987. 7. Tribunal de lo Conten-
cioso Administrativo del Estado de Veracruz introducido por la Ley de
Justicia Administrativa publicada el 14 de febrero de 1989, pero reciente-
mente ha sido incorporado al Poder Judicial local. La tramitación está re-
gulada recientemente por el Código de Procedimiento Administrativo que
comprende también el proceso jurisdiccional, aprobada el 29 de enero del
año 2001. 8. Tribunal Fiscal del Estado de Tamaulipas, al que debe consi-
derarse como el más antiguo de los citados organismos jurisdiccionales
especializados de carácter local, ya que fue instituido por la Ley de Justicia
Fiscal de 29 de diciembre de 1951. 9. Tribunal de lo Contencioso Adminis-
trativo del Estado de Baja California creado por ley publicada el 31 de
enero de 1989. 10. Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado
de Yucatán, creado por la Ley Orgánica publicada el primero de octubre de
1987. El procedimiento está regulado por la Ley aparecida en la misma
fecha. 11. Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Nuevo
León el que fue instituido por Ley publicada en 1990. Para regular la tra-
mitación se publicó de manera simultánea el Código de Procedimientos
del citado Tribunal.

147. 12. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de
Sinaloa, establecido por la Ley de Justicia Administrativa publicada el 26
de marzo de 1993. 13. Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Es-
tado de Morelos, creado por la Ley de Justicia Administrativa publicada el
14 de febrero de 1990. 14. Tribunal de lo Contencioso Administrativo del
Estado de San Luis Potosí, introducido por la Ley de Justicia Administra-
tiva publicada el 21 de abril de 1983. 15. Salas Mixtas del Tribunal Supe-
rior del Estado de Chiapas, una en Tuxtla Gutiérrez y dos regionales en
Tapachula y Picucalco, de acuerdo con la ley de Justicia Administrativa
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del 27 de diciembre de 1987. 16. Tribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Tabasco según la Ley de Justicia Administrativa publicada el 6
de febrero de 1997, que funciona en Pleno y cuatro salas que pueden tener
carácter regional. 17. Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Esta-
do de Colima, creado por la Ley de lo Contencioso Administrativo pro-
mulgada el 12 de septiembre de 1996. 18. Sala Administrativa del Tribu-
nal Superior del Estado de Campeche, creada por la Ley Orgánica del
Poder Judicial de dicha entidad federativa. Los procesos respectivos se
tramitan de acuerdo con el Código de Procedimientos Contencioso-Admi-
nistrativo publicado el 4 de enero de 1997; Tribunal de lo Contencioso
Administrativo del Estado de Aguascalientes regulado por la Ley Orgáni-
ca del Tribunal publicada el 28 de septiembre de 1999. La mayoría de
dichos organismos jurisdiccionales locales todavía se encuentran situados
formalmente en la esfera del Ejecutivo, pero la tendencia es incorporarlos,
sin perder su especialización, en los poderes judiciales de las entidades
federativas, como ya ocurre en los estados de Jalisco, Veracruz, Chiapas y
Campeche.112

148. Finalmente en esta materia haremos una breve referencia a la ex-
tensión de las atribuciones de los tribunales administrativos y a la efica-
cia de sus fallos. Respecto de la primera categoría se pueden distinguir de
manera genérica tres sectores: de jurisdicción retenida; de jurisdicción
delegada y de plena autonomía.

149. a) Se entiende por jurisdicción retenida la que se realiza por los
organismos situados dentro de la esfera de la administrativa, pues si bien
poseen cierto grado de independencia funcional. Sus decisiones no son
obligatorias, sino que requieren de la homologación de las autoridades
administrativas de mayor jerarquía, y esta fue la situación del Consejo de
Estado francés desde su creación en 1790 (ver supra párrafo 131), hasta la
reforma esencial de 1872.113

150. b) La jurisdicción delegada se configura cuando el órgano o el
tribunal administrativo formula sus decisiones con carácter definitivo y
obligatorio, pero dichas decisiones se pronuncian a nombre de la adminis-

112 Cfr. González Pérez, Jesús, Derecho procesal administrativo mexicano, cit. supra,
nota 107; López Ríos, Pedro, La justicia administrativa en el sistema federal mexicano,
cit. supra, nota 5, pp. 202-217.

113 Cfr. Debbasch, Charles, Contentieux administratif, 2a. ed., París, Dalloz, 1978,
pp. 2-15.
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tración, ya que formalmente dichos organismos siguen perteneciendo a la
esfera del Ejecutivo, si bien con autonomía mayor que la del sector men-
cionado en el párrafo anterior, pues la ley les ha delegado las facultades
jurisdiccionales que pertenecían anteriormente a las autoridades adminis-
trativas. El ejemplo más evidente es el de mencionado Consejo de Estado
francés a partir de la citada reforma de 1872, y este modelo lo han seguido
otros ordenamientos que han establecido instituciones con el mismo nom-
bre, como los Consejos de Estado de Italia, Holanda, Grecia y Bélgica en
Europa continental, así como Colombia en América Latina.114

151. c) Finalmente el tercer sector se puede calificar como jurisdicción
administrativa dotada de plena autonomía. Se caracteriza cuando el órga-
no jurisdiccional que resuelva las controversias administrativas esté situa-
do formalmente en la esfera del Ejecutivo o en el Poder Judicial, dicta sus
fallos de manera autónoma sin vinculación siquiera formal con la adminis-
tración activa. Esta es la terminología utilizada por la Constitución mexi-
cana (artículos 73, fracción XXIX, inciso H), respecto de los tribunales
federales y 116, fracción IV, en relación con los de las entidades federati-
vas, y que resulta conveniente para distinguirla del vocablo plena jurisdic-
ción, con el cual en ocasiones se le confunde, y que corresponde a la natu-
raleza de los efectos del fallo respectivo.

152. Otra clasificación que se ha formulado, también por influencia fran-
cesa, se refiere a la naturaleza y efectos de las sentencias pronunciadas por
los tribunales u organismos de jurisdicción administrativa. En este sentido
se ha distinguido entre la de nulidad y la de plena jurisdicción, si bien esta
distinción ha perdido importancia en los últimos años debido a que la ma-
yoría de los tribunales administrativos poseen ambas facultades. a) La pri-
mera que por muchos años fue la prevaleciente, implica sólo la nulidad del
acto o de la resolución impugnados, a fin de que la autoridad administrati-
va que las expidió, las sustituya por otras providencias, de acuerdo con los
lineamientos de la resolución judicial.115

153. b) Por el contrario, cuando se ejercita la llamada plena jurisdic-
ción, el organismo jurisdiccional especializado pronuncia, si procede, una
condena específica a determinadas prestaciones a cargo de la administra-

114 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, Introducción a la justicia administrativa en el ordena-
miento mexicano, cit. supra, nota 1, pp. 61-65.

115 Cfr. Vedel, Georges, �Francia�, en el volumen colectivo editado por Aldo Piras, Il
controllo giurisdizionale della pubblica amministrazione, Turín, 1971, pp. 131-144.
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ción y en beneficio del particular reclamante, señalándose como las hipó-
tesis más frecuentes, las relativas al examen de la legalidad de los contra-
tos de obras o servicios públicos; la responsabilidad personal de los em-
pleados o funcionarios y la patrimonial de la administración; así como los
casos de omisión en la conducta de las propias autoridades administrati-
vas, entre otros. No hacemos referencia a otras categorías señaladas por la
doctrina, como las relativas a los procesos administrativos de conocimien-
to y de ejecución y dentro de los primeros a los declarativos y de condena,
ya que estos aspectos no son específicos de la jurisdicción administrativa
sino que corresponden a todas ramas de enjuiciamiento, con las modalida-
des impuestas por las materias sustantivas correspondientes.116

X. CONCLUSIONES

154. Primera. La justicia administrativa debe considerarse como una de
las materias de la ciencia jurídica de la mayor importancia, puesto que
comprende los instrumentos jurídicos que se han establecido para la de-
fensa de los derechos y de los intereses legítimos de los particulares frente
a la conducta administrativa de los órganos públicos, que es cada vez más
preeminente debido al Estado de derecho democrático y social que se ha
consolidado a partir de la segunda posguerra.

155. Segunda. La justicia administrativa no debe confundirse con la
jurisdicción de la misma especialidad, ya que la primera es mucho más
amplia, pues comprende numerosos instrumentos jurídicos establecidos
para resolver los conflictos entre la administración pública, y en general de
la conducta administrativa de cualquier autoridad, y los particulares, entre
los cuales se encuentran también los procesos ante los tribunales comunes
y especializados, de manera que la justicia administrativa es el género y la
jurisdicción es una de sus especies.

156. Tercera. El ámbito de la justicia administrativa es muy amplio, ya
que entre las instituciones que abarca se encuentran las leyes de procedi-
miento; los recursos; los organismos no jurisdiccionales inspirados en el
modelo del Ombudsman; la tutela de los derechos colectivos y los intere-

116 Cfr. González Pérez, Jesús, Manual de derecho procesal administrativo, Madrid,
Civitas, 1990, pp. 60 y 61.
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ses difusos; y por supuesto, la jurisdicción y los organismos jurisdicciona-
les, todos estos instrumentos con el calificativo de administrativos.

157. Cuarta. Las leyes de procedimientos administrativos son instru-
mentos necesarios para establecer los lineamientos mínimos para la crea-
ción, modificación y anulación de los actos y resoluciones en esta materia,
incluyendo el silencio negativo y positivo de las autoridades y las medidas
cautelares, así como los instrumentos de defensa de los administrados en
el procedimiento administrativo, todo ello para evitar la anarquía que sig-
nifican la multiplicidad de procedimientos en las leyes especiales, cada
vez más abundantes.

158. Quinta. Los recursos administrativos son los instrumentos que se
han establecido con el objeto de resolver los conflictos entre la administra-
ción y los particulares, en el interior de los procedimientos administrati-
vos, con el doble propósito de que las autoridades puedan depurar y corre-
gir sus actividades y omisiones y los afectados estén en posibilidad de
impugnar los actos y las omisiones que los afecten en sus derechos e inte-
reses legítimos.

159. Sexta. En virtud del recargo creciente de la actividad de los tribu-
nales que resuelven controversias administrativas, se ha recurrido para
auxiliar su agobiante tarea a la creación de organismos no jurisdiccionales
se han establecido prácticamente en una mayoría predominante de ordena-
mientos contemporáneos de las diversas familias, sistemas o tradiciones
jurídicos, que se inspiran con numerosas denominaciones, matices y mo-
dalidades, en el modelo escandinavo del Ombudsman, con la función de
conocer en un sistema de fácil acceso para los afectados y por conducto
de un procedimiento muy flexible y breve, sin formalidades excesivas, las
quejas y reclamaciones de los particulares por la violación de sus derechos
e intereses legítimos por la conducta de las autoridades administrativas. La
función esencial de dichos organismos es lograr, si la naturaleza de las
infracciones lo permite, una resolución rápida de la cuestión por medio de
la conciliación, pero si ello no se logra, se practica una investigación
parajudicial, con el objeto de dictar, si proceden, recomendaciones no im-
perativas, que se comunican a la opinión pública por conducto de los me-
dios de comunicación, pero que si son aceptadas por las autoridades se
convierten en obligatorias. Los organismos más recientes se inspiran en el
ejemplo de las instituciones similares establecidas en los regímenes demo-
cráticos introducidos en Portugal y en España después de superar dictadu-
ras autoritarias muy prolongadas y por ello su tutela se extiende esencial-
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mente a la protección de los derechos fundamentales. Esta última modali-
dad es la adoptada en los últimos años en los ordenamientos latinoameri-
canos, en los que predomina la denominación del Defensor del Pueblo,
que es la institución establecida por la Constitución española de 1978.

160. Séptima. En el ordenamiento mexicano después de algunos ensa-
yos en algunas entidades y municipios que sólo tuvieron efectos parciales,
se introdujo en la Universidad Nacional Autónoma de México la Defen-
soría de los Derechos Universitarios, que sigue en funciones, y en el ám-
bito federal se creó en la Secretaría de Gobernación en 1990 por medio de
un Decreto Presidencial, la Comisión Nacional de Derechos Humanos,
como un organismo desconcentrado. La dinámica labor de su primer presi-
dente, el notable constitucionalista mexicano Jorge Carpizo, no sólo en la
protección de los derechos fundamentales, sino también en el estudio, divul-
gación, capacitación y editorial sobre los propios derechos humanos, pro-
pició que en poco tiempo se elevara la institución a nivel constitucional, por
conducto de la reforma al artículo 102 de la carta federal en enero de 1992,
en el cual se estableció un apartado B, para introducir dicha institución no
sólo en el ámbito de la federación sino también para las entidades federati-
vas, por lo que, de acuerdo con dicho precepto se han establecido 33 comi-
siones, la Nacional, del Distrito Federal y las de los estados, con lo cual se
ha creado uno de los sistemas no jurisdiccionales de protección de los de-
rechos humanos más amplios de Latinoamérica. El éxito alcanzado por la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos motivó una nueva reforma
en el año de 1999, con el objeto de esencial de dotarla de autonomía cons-
titucional.

161. Octava. Otra institución esencial de la justicia administrativa
contemporánea es la relativa a la protección de los derechos colectivos y de
una de sus especies, los calificados como intereses difusos, tanto en el ámbi-
to del procedimiento interno ante la administración activa, como en el campo
de la jurisdicción, ante los tribunales comunes o especializados. Dichos
intereses corresponden a la esfera jurídica de grupos sociales indetermi-
nados no organizados, que han tenido relevancia en los últimos decenios
debido al progreso económico y tecnológico y al fenómeno de la globali-
zación y que afectan a los consumidores, a los perjudicados por la altera-
ción del medio ambiente, las obras urbanísticas, la destrucción del patri-
monio artístico y cultural, así como los defectuosos servicios públicos,
entre otros, para lo cual es necesario modificar los criterios tradicionales
de la legitimación apoyada en los derechos subjetivos, para adoptar el de
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los intereses legítimos, que permiten la representación amplia de esos gru-
pos no organizados. En esta dirección se han realizado avances muy im-
portantes para permitir la intervención de los representantes de dichos
sectores sociales no organizados tanto en el procedimiento administrativo
como en el proceso jurisdiccional.

162. Novena. Un sector esencial de la justicia administrativa es el rela-
tivo a la jurisdicción administrativa, que asume numerosas modalidades,
ya que puede conferirse, según los diferentes ordenamientos, a los tribuna-
les ordinarios o bien a los especializados, con independencia de que se
encuentren situados dentro o fuera del poder judicial. Además, los espe-
cializados asumen también diversos matices, y podemos señalar como ejem-
plos el modelo francés del Consejo de Estado, creado por la Revolución
Francesa en la ley de 1790, que con diversas modificaciones subsiste toda-
vía en la actualidad en varios ordenamientos de Europa continental como
Italia, Bélgica, Holanda y Grecia, pero también Colombia en América La-
tina. En otras legislaciones se han encomendado las controversias en mate-
ria administrativa a tribunales especializados situados en el Poder Judicial
o formalmente en la esfera del Ejecutivo. Desde el punto de vista de sus
atribuciones, los tribunales administrativos pueden ser de jurisdicción re-
tenida, cuando sus decisiones deben ser homologadas por las altas autori-
dades de la administración pública; de jurisdicción delegada, cuando sus
fallos son obligatorios, pero los dictan a nombre de la administración pú-
blica, dentro de la cual se encuentran situados sólo formalmente, ya que
poseen independencia; y finalmente los llamados de plena autonomía, cu-
yas decisiones son pronunciadas sin intervención directa o indirecta de la
administración, y la tendencia actual es incorporarlos al Poder Judicial
cuando se encuentran fuera del mismo. Finalmente, por el alcance de sus
decisiones, como tribunales de nulidad, cuando sus fallos anulan los ac-
tos o resoluciones impugnados a fin de que las autoridades administrativas
dicten otros de acuerdo con los lineamientos de las sentencias respecti-
vas, o de plena jurisdicción cuando pronuncian fallos de condena en cues-
tiones de contratación pública; responsabilidad de los empleados y funcio-
narios y patrimonial de la administración, entre otras.
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